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El Congreso de la República
Visto el texto del “Convenio sobre Blanqueo, Detección, Embargo 

y Confiscación de los Productos de un Delito”, hecho en Estrasburgo 
el 8 de noviembre de 1990, que a la letra dice:

(Para ser transcrito: Se adjunta fotocopia del texto íntegro del Instru-
mento Internacional mencionado).

PROYECTO DE LEY NUMERO 245 DE 2005 SENADO
por medio de la cual se aprueba el “Convenio sobre Blanqueo,  

Detección, Embargo y Confiscación de los Productos de un Delito”,
hecho en Estrasburgo el 8 de noviembre de 1990.

El Congreso de la República
Visto el texto del “Convenio sobre Blanqueo, Detección, Embargo 

y Confiscación de los Productos de un Delito”, hecho en Estrasburgo 
el 8 de noviembre de 1990:

(Para ser transcrito: Se adjunta fotocopia del texto íntegro del Instru-
mento Internacional mencionado).

Serie de Tratados Europeos número 141.
CONVENIO SOBRE BLANQUEO, DETECCION, EMBARGO Y 

CONFISCACION DE LOS PRODUCTOS DE UN DELITO
Estrasburgo, Consejo de Europa, Servicio de Ediciones y Documen-

tación. Edición diciembre de 1990.
PREAMBULO

Los Estados Miembros del Consejo de Europa y el resto de los Esta-
dos firmantes del presente;

Considerando que el objetivo del Consejo de Europa es conseguir 
una mayor unidad entre sus miembros;

Convencidos de la necesidad de perseguir una política criminal co-
mún, encaminada a la protección de la sociedad;

Considerando que la lucha contra los delitos graves, que se ha con-
vertido progresivamente en un problema internacional, exige el uso de 
métodos modernos y efectivos a escala internacional;

Creyendo que uno de dichos métodos es el privar a los delincuentes 
de los productos del delito;

Considerando que para alcanzar este objetivo es también necesario 
establecer un sistema de cooperación internacional que tenga un buen 
funcionamiento;

Han acordado lo siguiente:
CAPITULO I

Uso de los términos
Artículo 1°. Uso de los términos. A los fines de este Convenio:
a) “productos” significa cualquier ventaja económica que se obtenga 

de la comisión de un delito. Puede consistir en cualquier propiedad de 
las definidas en el subapartado b) de este artículo;

b) “propiedad” incluye la propiedad de cualquier clase, ya sea ma-
terial o inmaterial, mueble o inmueble, así como los documentos o ins-
trumentos que pongan de manifiesto el título o cualquier interés sobre 
dicha propiedad;

c) “instrumentos” significa cualquier propiedad utilizada o que se 
pretenda utilizar, de cualquier forma, en su totalidad o en parte, para 
cometer un delito o delitos;

d) “confiscación” significa una pena o medida, ordenada por un Tri-
bunal tras un procedimiento judicial relacionado con un delito o delitos, 
que finaliza con la privación de la propiedad;

e) “delito base” significa cualquier delito como resultado del cual 
se han generado productos que puedan ser el objeto de un delito de los 
definidos en el artículo 6° de este Convenio.

CAPITULO II
Medidas a adoptar en el ámbito nacional

Artículo 2°. Medidas de confiscación.
1. Cada una de las Partes adoptará aquellas medidas legislativas o de 

otra clase que puedan ser necesarias para permitir la confiscación de los 
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instrumentos y productos de un delito, o de las propiedades cuyo valor 
corresponda a dichos productos.

2. Cualquier Parte puede, en el momento de la firma o cuando depo-
site su instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, 
mediante declaración dirigida al Secretario General del Consejo de Eu-
ropa, declarar que el apartado 1 de este artículo se aplicará únicamente 
a aquellos delitos o clases de delitos que se especifiquen en dicha de-
claración.

Artículo 3°. Medidas de investigación y provisionales.
Cada una de las Partes adoptará aquellas medidas legislativas o de 

otra clase que puedan ser necesarias para permitir identificar y loca-
lizar propiedades que sean susceptibles de confiscación en virtud de 
lo dispuesto en el artículo 2° apartado 1, e impedir que se comercien, 
transmitan o enajenen dichas propiedades.

Artículo 4°. Poderes y técnicas especiales de investigación.
1. Cada una de las partes adoptará aquellas medidas legislativas o de 

otra clase que puedan ser necesarias en orden a facultar a sus tribunales 
u otras autoridades competentes para ordenar que los archivos de un 
banco, financieros o comerciales sean puestos a su disposición o sean 
embargados, con el fin de llevar a cabo las acciones a que se refieren los 
artículos 2° y 3°. Ninguna Parte podrá abstenerse de actuar en virtud de 
las disposiciones de este artículo basándose en el secreto bancario.

2. Cada una de las Partes tomará en consideración la adopción de 
aquellas medidas legislativas o de otra clase que puedan ser necesarias 
para utilizar técnicas especiales de investigación que faciliten la iden-
tificación y seguimiento de los productos de un delito y la reunión de 
pruebas relacionadas con el mismo.

Dichas técnicas podrán incluir control de órdenes, observación, in-
tercepción de telecomunicaciones, acceso a sistemas de Ordenador y 
órdenes de presentar documentos específicos.

Artículo 5°. Recursos legales.
Cada una de las Partes adoptará aquellas medidas legislativas o de 

otra clase que puedan ser necesarias para asegurar que las partes in-
teresadas afectadas por las medidas a que se refieren los artículos 2° 
y 3° tengan recursos legales efectivos en orden a la protección de sus 
derechos.

Artículo 6°. Delitos de blanqueo.
1. Cada una de las Partes adoptará aquellas medidas legislativas o 

de otra clase que puedan ser necesarias para considerar como delitos 
en virtud de su derecho interno, cuando sean cometidos de forma in-
tencionada:

a) La conversión o transmisión de propiedades, con conocimiento 
de que dichas propiedades son producto de un delito con el propósito 
de ocultar o disfrazar el origen ilícito de las mismas o de ayudar a cual-
quier persona que esté implicada en la comisión del delito base a evadir 
las consecuencias legales de sus acciones;

b) La ocultación o disfraz de la verdadera naturaleza, origen, locali-
zación, disposición, movimiento, propiedad o derechos en relación con 
propiedades, con conocimiento de que dichas propiedades son producto 
de un delito, y sujeta a sus principios constitucionales y a los conceptos 
básicos de su sistema jurídico;

c) La adquisición, posesión o uso de propiedades, con conocimiento 
de que, en el momento de su recepción, dichas propiedades eran pro-
ducto de un delito;

d) La participación en asociación o conspiración para cometer, ten-
tativa de cometer y ayudar, inducir, facilitar y aconsejar y cometer cual-
quiera de los delitos que se establezcan de acuerdo con este artículo.

2. A los fines de la puesta en práctica o aplicación del apartado 1 del 
presente artículo:

a) Será irrelevante que el delito base esté sometido o no a la jurisdic-
ción criminal de la Parte;

b) Podrá disponerse que los delitos a que se refiere aquel apartado no 
sean de aplicación a las personas que cometieron el delito base;

c) El conocimiento, la intención o la finalidad exigida como elemen-
to de los delitos a que se refiere aquel apartado pueden deducirse de 
circunstancias objetivas, basadas en hechos.

3. Cada una de las Partes podrá adoptar aquellas medidas que consi-
dere necesarias para establecer también como delitos en virtud de su de-
recho interno todas o algunas de las acciones a que se refiere el apartado 
1 de este artículo, en todos o algunos de los siguientes casos, cuando el 
delincuente:

a) Debería haber presumido que la propiedad era producto de un 
delito;

b) Actuó con el móvil de obtener un beneficio;
c) Actuó con la finalidad de facilitar que se llevasen a cabo más ac-

tuaciones delictivas.
4. Cada una de las Partes podrá, en el momento de la firma o cuando 

deposite su instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhe-
sión, mediante declaración dirigida al Secretario General del Consejo 
de Europa, declarar que el apartado 1 de este artículo se aplicará sola-
mente a los delitos base o categorías de dichos delitos que se especifi-
quen en aquella declaración.

CAPITULO III
Cooperación internacional

Sección 1
Principios de cooperación internacional

Artículo 7°. Principios y medidas generales para la cooperación in-
ternacional.

1. Las partes cooperarán entre sí en la mayor medida posible a los 
fines de las investigaciones y procedimientos judiciales que tengan por 
objeto la confiscación de instrumentos y productos de un delito.

2. Cada una de las Partes adoptará aquellas medidas legislativas o 
de otra clase que puedan ser necesarias para permitirle cumplir, en las 
condiciones estipuladas es este Capítulo, con las solicitudes:

a) De confiscación de bienes específicos que sean productos o ins-
trumentos de un delito, así como de confiscación de productos de un 
delito que consistan en la obligación de pagar una suma de dinero que 
corresponda al valor de dichos productos;

b) De ayudar en la investigación y medidas provisionales que tengan 
por finalidad cualquiera de las formas de confiscación a que se refiere 
el apartado a) anterior.

Sección 2
Ayuda en la investigación

Artículo 8°. Obligación de ayudar.
Las Partes se prestarán entre sí, cuando se les solicite, la mayor 

ayuda posible en la identificación y seguimiento de los instrumentos, 
productos de un delito y otras propiedades que sean susceptibles de 
confiscación. Dicha asistencia incluirá cualquier medida que propor-
cione y asegure medios de prueba relativos a la existencia, localización 
o movimiento, naturaleza, situación jurídica o valor de las propiedades 
anteriormente mencionadas.

Artículo 9°. Ejecución de la ayuda.
La ayuda prevista en el artículo 8° se prestará de la forma permitida 

y prevista por el derecho interno de la Parte requerida y de acuerdo con 
los procedimientos especificados en la solicitud, en la medida en que 
estos no sean incompatibles con dicho derecho interno.

Artículo 10. Información espontánea.
Sin perjuicio de sus propias investigaciones o procedimientos judi-

ciales, cualquier Parte puede, sin que haya mediado solicitud previa, en-
viar a otra Parte información acerca de instrumentos o productos de un 
delito, cuando considere que la revelación de dicha información puede 
facilitar a la Parte receptora el iniciar o el llevar a buen fin investiga-
ciones o procedimientos judiciales, o que pueda llevar a dicha Parte a 
realizar una solicitud en virtud de este Capítulo.

Sección 3
Medidas provisionales

Artículo 11. Obligación de adoptar medidas provisionales.
1. A solicitud de una Parte que haya iniciado un procedimiento 

penal o un procedimiento que tenga por objeto una confiscación, otra 
Parte adoptará las medidas provisionales necesarias, como el bloqueo 
o el embargo, para evitar que se negocie, se transmita o se enajene 
cualquier propiedad que, en un momento posterior, pueda ser objeto 
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de solicitud de confiscación o que pueda servir de fundamento jurídi-
co a tal solicitud.

2. Cualquier Parte que haya recibido una solicitud de confiscación 
conforme al artículo 13 adoptará, cuando se le solicite, las medidas 
mencionadas en el apartado 1 del presente artículo en relación con cual-
quier propiedad que sea objeto de la solicitud o que pueda servir de 
fundamento jurídico a tal solicitud.

Artículo 12. Ejecución de medidas provisionales.
1. Las medidas provisionales mencionadas en el artículo 11 serán 

ejecutadas de la forma permitida y prevista por el derecho interno de la 
Parte requerida y de acuerdo con los procedimientos especificados en la 
solicitud, en la medida en que no sean incompatibles con dicho derecho 
interno. 

2. Antes de dejar sin efecto cualquier medida provisional adoptada 
en virtud del presente artículo, y siempre que sea posible, la parte que 
haya sido objeto de la solicitud dará la oportunidad a la Parte solicitante 
de presentar sus alegaciones a favor del mantenimiento de la medida.

Sección 4
Confiscación

Artículo 13. Obligación de confiscar.
1. Cualquier Parte que haya recibido de otra Parte una solicitud de 

confiscación relativa a instrumentos o productos de un delito situados 
en su territorio deberá:

a) Mandar ejecutar una resolución de confiscación emitida por un 
Tribunal de la Parte solicitante en relación con dichos instrumentos o 
productos de un delito; o

b) Remitir la solicitud a sus autoridades competentes a fin de obtener 
una resolución de confiscación y, una vez obtenida, ejecutarla.

2. A los fines de la aplicación del apartado 1 del presente artícu-
lo, cualquier Parte será, siempre que sea necesario, competente para 
iniciar un procedimiento de confiscación de acuerdo con su derecho 
interno.

3. Lo previsto en el apartado 1 del presente artículo será también de 
aplicación a la confiscación consistente en la obligación de pagar una 
suma de dinero correspondiente al valor de los productos de un delito, 
cuando la propiedad sobre la que puede ejecutarse la confiscación esté 
situada en territorio de la Parte requerida. En estos casos, si cuando 
ejecute la confiscación de acuerdo con lo previsto en el apartado 1 la 
Parte requerida no obtiene el pago, podrá ejecutar la pretensión sobre 
cualquier propiedad disponible a ese fin.

4. Cuando la solicitud de confiscación se refiera a un bien específico, 
las Partes podrán acordar que la Parte requerida pueda ejecutar la con-
fiscación en forma de una obligación de pagar una suma de dinero que 
corresponda al valor de aquel bien.

Artículo 14. Ejecución de la confiscación.
1. Los procedimientos para obtener y ejecutar la confiscación en  

virtud del artículo 13 se regirán por el derecho interno de la Parte re-
querida.

2. La Parte requerida estará obligada por la constatación de los 
hechos en la medida en que estos vengan reflejados en una condena 
o resolución judicial de la Parte solicitante, o en la medida en que 
dicha condena o resolución judicial esté basada implícitamente en 
ellos.

3. Cada una de las partes podrá, en el momento de la firma o de depo-
sitar su instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, 
mediante declaración dirigida al Secretario General del Consejo de Eu-
ropa, declarar que el apartado 2 del presente artículo será de aplicación 
únicamente con sujeción a sus principios constitucionales y a los con-
ceptos básicos de su sistema jurídico.

4. Cuando la confiscación consista en la obligación de pagar una 
suma de dinero, la autoridad competente de la Parte requerida converti-
rá la cuantía de la misma a su moneda de curso legal, al tipo de cambio 
vigente al momento en que se adopte la resolución de ejecutar la con-
fiscación.

5. En el caso previsto en el artículo 13, apartado 1.a), la Parte soli-
citante será la competente para decidir acerca de cualquier solicitud de 
revisión de la resolución de confiscación.

Artículo 15. Propiedad confiscada. 
La Parte que haya sido objeto de la solicitud dispondrá de cualquier 

propiedad confiscada de acuerdo con su derecho interno, salvo pacto en 
contrario de las Partes interesadas.

Artículo 16. Derecho de ejecución y cuantía máxima de la confis-
cación.

1. La solicitud de confiscación efectuada conforme al artículo 13 
no afecta al derecho de la Parte solicitante de ejecutar por sí misma la 
resolución de confiscación.

2. Nada de lo dispuesto en el presente Convenio deberá interpretarse 
en el sentido de permitir que el valor total de la confiscación exceda de 
la cuantía de dinero especificada en la resolución de confiscación. Si 
una de las Partes descubre que se puede dar esta situación, las Partes 
interesadas deberán iniciar consultas tendentes a evitar que dicho efecto 
se produzca.

Artículo 17. Prisión por falta de pago.
La Parte que haya sido objeto de la solicitud no podrá imponer pri-

sión por falta de pago, ni ninguna otra medida restrictiva de la libertad 
de una persona como resultado de una solicitud efectuada en virtud del 
artículo 13, si la Parte solicitante lo ha especificado así en su solicitud.

Sección 5
Denegación y aplazamiento de la cooperación

Artículo 18. Motivos de denegación.
1. La cooperación prevista en el presente Capítulo podrá ser dene-

gada cuando:
a) La medida solicitada sea contraria a los principios fundamentales 

del sistema jurídico de la Parte requerida; o
b) La ejecución de la solicitud pueda perjudicar a la soberanía, seguri-

dad, orden público u otros intereses esenciales de la Parte requerida; o
c) A juicio de la Parte requerida, la importancia del asunto al que se 

refiere la solicitud no justifique la adopción de la medida solicitada; o
d) El delito al que se refiere la solicitud sea un delito político o fiscal; o
e) La Parte requerida considere que el cumplimiento de la medida 

solicitada sería contrario al principio de ne bis in ídem; o
f) El delito al que se refiere la solicitud no constituya un delito en 

virtud del derecho interno de la Parte requerida, si este se hubiese co-
metido dentro de su jurisdicción. No obstante, este motivo de denega-
ción se aplica a la cooperación prevista en la Sección 2 únicamente en la 
medida en que la asistencia solicitada implique la adopción de medidas 
coercitivas.

2. La cooperación prevista en la Sección 2, en la medida en que la 
asistencia solicitada implique la adopción de medidas coercitivas, así 
como la prevista en la Sección 3 del presente Capítulo, pueden ser tam-
bién denegadas cuando las medidas solicitadas no se puedan adoptar en 
virtud del derecho interno de la Parte requerida a los fines de investiga-
ciones o de procedimientos judiciales, si se tratase de un asunto interno 
similar.

3. Cuando el ordenamiento jurídico de la parte requerida así lo exija, 
la cooperación prevista en la Sección 2, en la medida en que la asistencia 
implique la adopción de medidas coercitivas, así como la prevista en la 
Sección 3 del presente Capítulo, pueden ser también denegadas cuando 
las medidas solicitadas o cualesquiera otras medidas que tengan efectos 
similares no estuvieran permitidas por el ordenamiento jurídico de la 
Parte solicitante, o por lo que se refiere a las autoridades competentes 
de la Parte solicitante, cuando la solicitud no venga autorizada por un 
juez u otra autoridad judicial, incluido el Ministerio Fiscal, actuando 
cualquiera de estas autoridades en relación con infracciones penales.

4. La cooperación prevista en la Sección 4 del presente Capítulo po-
drá ser también denegada cuando:

a) De acuerdo con el ordenamiento jurídico de la Parte requerida, no 
esté prevista la confiscación en relación con el tipo de delito a que se 
refiere la solicitud; o 

b) Sin perjuicio de la obligación a que se refiere el artículo 13, apar-
tado 3, fuese contraria a los principios del ordenamiento jurídico inter-
no de la Parte requerida relativos a los límites de la confiscación con 
respecto a las relaciones entre un delito y;
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i) Una ventaja económica que pueda ser considerada como su pro-
ducto; o

ii) Cualquier propiedad que pueda ser considerada como su instru-
mento; o

c) de acuerdo con el ordenamiento jurídico de la Parte requerida la 
confiscación ya no pueda ser impuesta o ejecutada por causa de pres-
cripción; o

d) La solicitud no se refiera a una condena previa, ni a una resolución 
de naturaleza jurídica, ni a una declaración en dicha resolución de que 
se han cometido uno o varios delitos, sobre cuya base se ha ordenado o 
se solicita la confiscación; o

e) la confiscación no sea ejecutoria en la Parte solicitante, o esté to-
davía sujeta a las vías de recurso ordinarias; o

f) La solicitud se refiera a un mandamiento de confiscación resultan-
te de una resolución adoptada en ausencia de la persona contra la cual 
se dirige el mandamiento y, a juicio de la Parte requerida, el procedi-
miento seguido por la Parte solicitante para alcanzar dicha resolución 
no satisface los derechos mínimos de defensa legalmente reconocidos a 
cualquier persona contra la que se dirige una acusación penal.

Artículo 19. Aplazamiento.
La Parte requerida puede aplazar la ejecución de una solicitud, cuan-

do dicha ejecución pudiese perjudicar las investigaciones o procedi-
mientos que lleven a cabo sus autoridades.

Artículo 20. Aceptación parcial o condicional de una solicitud. An-
tes de denegar o aplazar la cooperación prevista en el presente artículo, 
la Parte requerida examinará, cuando sea procedente tras haber con-
sultado a la Parte solicitante, la posibilidad de conceder lo solicitado 
parcialmente o sujeto a aquellas condiciones que estime necesarias.

Sección 6
Notificación y protección de los derechos de terceras personas

Artículo 21. Notificación de documentos.
1. Las Partes se proporcionarán mutuamente la mayor ayuda posible 

para la notificación de documentos judiciales a las personas afectadas 
por las medidas provisionales y de confiscación.

2. Nada de lo dispuesto en el presente artículo pretende interferir 
con:

a) La posibilidad de enviar documentos judiciales por vía postal, di-
rectamente a personas que se encuentren en el extranjero;

b) La posibilidad de que los agentes judiciales, funcionarios u otras 
autoridades competentes de la Parte de origen efectúen la notificación 
de documentos judiciales directamente a través de las autoridades 
consulares de dicha Parte, o a través de agentes judiciales, funcio-
narios u otras autoridades competentes de la Parte de destino, salvo 
cuando la Parte de destino haga una declaración en sentido contrario 
al Secretario General del Consejo de Europa en el momento de la 
firma o de depositar su instrumento de ratificación, aceptación, apro-
bación o adhesión.

3. Cuando se notifiquen documentos judiciales a personas que se 
encuentren en el extranjero afectadas por medidas provisionales o de 
confiscación dictadas por la Parte enviante, dicha Parte indicará los re-
cursos legales de que disponen dichas personas en virtud de su derecho 
interno.

Artículo 22. Reconocimiento de resoluciones extranjeras.
1. Cuando tramite una solicitud de cooperación en virtud de las Sec-

ciones 3 y 4, la Parte requerida reconocerá cualquier resolución judicial 
adoptada en la Parte solicitante en relación con derechos reivindicados 
por terceros.

2. Podrá denegarse el reconocimiento cuando:
a) Los terceros no hayan tenido suficiente oportunidad de hacer valer 

sus derechos; o
b) La resolución sea incompatible con una resolución anteriormente 

adoptada en la Parte requerida sobre la misma materia; o
c) Sea incompatible con el orden público de la parte requerida; o
d) La resolución haya sido adoptada en contra de las disposiciones 

sobre competencia exclusiva previstas en el ordenamiento jurídico de la 
Parte requerida.

Sección 7
Normas de procedimiento y otras normas generales

Artículo 23. Autoridad central.
1. Las Partes designarán una autoridad central o, en caso necesario, 

diversas autoridades, que serán las responsables de enviar y contestar 
las solicitudes efectuadas en virtud de este Capítulo, de la ejecución de 
dichas solicitudes o de la transmisión de las mismas a las autoridades 
competentes para su ejecución.

2. Cada una de las Partes, en el momento de la firma o de depositar 
su instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, co-
municará al Secretario General del Consejo de Europa los nombres y 
direcciones de las autoridades designadas en cumplimiento del aparta-
do 1 del presente artículo.

Artículo 24. Comunicación directa.
1. Las autoridades centrales se comunicarán directamente entre 

ellas.
2. En caso de urgencia las solicitudes o comunicaciones previstas en 

el presente Capítulo podrán ser enviadas directamente por las autorida-
des judiciales, incluido el Ministerio Fiscal, de la Parte solicitante a ta-
les autoridades de la Parte requerida. En tales casos se enviará al mismo 
tiempo una copia a la autoridad central de la Parte requerida a través de 
la autoridad central de la Parte solicitante.

3. Cualquier solicitud o comunicación formulada en virtud de los 
apartados 1 y 2 del presente artículo podrá ser presentada a través de la 
organización Internacional de Policía Criminal (Interpol).

4. Cuando se realice una solicitud de acuerdo con lo dispuesto en el 
apartado 2 del presente artículo y la autoridad no sea competente para 
tramitar dicha solicitud, la trasmitirá a la autoridad nacional competente 
e informará de ello directamente a la Parte solicitante.

5. Las solicitudes o comunicaciones efectuadas en virtud de lo dis-
puesto en la Sección 2 del presente Capítulo que no impliquen la adop-
ción de medidas coercitivas podrán ser transmitidas directamente por 
las autoridades competentes de la Parte solicitante a las autoridades 
competentes de la Parte requerida.

Artículo 25. Forma e idioma de las solicitudes.
1. Todas las solicitudes previstas en el presente Capítulo se efectua-

rán por escrito. Podrán utilizarse los medios modernos de telecomuni-
cación, como por ejemplo el fax.

2. A reserva de lo dispuesto en el apartado 3 del presente artículo, no 
se exigirán las traducciones de las solicitudes ni los documentos que les 
sirvan de apoyo.

3. En el momento de la firma o de depositar su instrumento de ratifi-
cación, aceptación, aprobación o adhesión, cualquier Parte podrá comu-
nicar, mediante declaración dirigida al Secretario General del Consejo 
de Europa, que se reserva el derecho a exigir que las solicitudes que se 
le formulen y los documentos que sirvan de apoyo a las mismas vayan 
acompañados de una traducción a su propio idioma o a uno de los idio-
mas oficiales del Consejo de Europa, o a uno de los idiomas que ella 
indique. Con esta misma ocasión podrá declarar que está dispuesta a 
aceptar las traducciones a cualquier otro idioma que especifique. Las 
restantes partes podrán aplicar el principio de reciprocidad.

Artículo 26. Legalización.
Los documentos enviados en aplicación del presente Capítulo esta-

rán exentos de todas las formalidades de legalización.
Artículo 27. Contenido de la solicitud.
1. Cualquier solicitud de cooperación en virtud del presente Capítulo 

deberá especificar:
a) La autoridad que formule la solicitud y la autoridad encargada de 

las investigaciones o procedimientos judiciales;
b) El objeto y el motivo de la solicitud;
c) Los temas incluidos, los hechos pertinentes (como la fecha, lugar 

y circunstancias del delito), a que se refieren las investigaciones o pro-
cedimientos judiciales, excepto en el caso de una solicitud de notifica-
ción;

d) En la medida en que la cooperación suponga la adopción de me-
didas coercitivas:
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i. El texto de las disposiciones legales o, cuando no sea posible un 
informe sobre las normas jurídicas aplicables; y

ii. Una indicación de que la medida solicitada o cualquier otra medi-
da que tenga un efecto similar puede ser adoptada en el territorio de la 
Parte solicitante en virtud de su propio derecho interno;

e) Cuando sea necesario y en la medida de lo posible:
i. Detalles acerca de la persona o personas implicadas, incluyendo 

nombre, fecha y lugar de nacimiento, nacionalidad y situación y, cuan-
do se trate de una persona jurídica, su domicilio social; y

ii. La propiedad en relación con la cual se solicita la cooperación, 
su situación, su relación con la persona o personas implicadas, cual-
quier conexión con el delito, así como cualquier información de que 
disponga en relación con los intereses de otras personas sobre dicha 
propiedad; y 

f) cualquier procedimiento especial que la Parte solicitante desee 
que se siga.

2. La solicitud de medidas provisionales en virtud de la Sección 3 re-
lacionada con el embargo de propiedades que podrían ser objeto de una 
orden de confiscación consistente en el pago de una suma de dinero, 
deberán indicar también la cuantía máxima que se pretende recuperar 
sobre dicho bien.

3. Además de las indicaciones mencionadas en el apartado 1, cual-
quier solicitud efectuada en virtud de la Sección 4 deberá contener:

a) En el caso del artículo 13, apartado 1.a:
i. Una copia auténtica certificada de la resolución de confiscación 

dictada por el Tribunal de la Parte solicitante así como un informe de 
los fundamentos que sirvieron de base para adoptar dicha resolución, 
cuando no estén indicados en la propia resolución;

ii. Una certificación de la autoridad competente de la Parte solicitan-
te de que la resolución de confiscación es ejecutoria y no está sujeta a 
las vías de recurso ordinarias;

iii. Información acerca de la medida en que se solicita que se ejecute 
la resolución; y

iv. Información acerca de la necesidad de adoptar mediadas provi-
sionales;

b) En el caso del artículo 13, apartado 1.b) un informe de los he-
chos invocados por la Parte solicitante que sean suficientes para per-
mitir a la Parte requerida obtener la resolución en virtud de su derecho 
interno:

c) Cuando terceras personas hayan tenido oportunidad de reivindicar 
derechos, aquellos documentos que demuestren que así ha sido.

Artículo 28. Solicitudes defectuosas.
1. Cuando una solicitud no cumpla lo dispuesto en el presente Ca-

pítulo o la información facilitada no sea suficiente para permitir a la 
Parte requerida tramitar la solicitud, dicha Parte podrá pedir a la Parte 
solicitante que subsane la solicitud o la complete con información com-
plementaria.

2. La Parte requerida podrá fijar una fecha límite para la recepción de 
dichas modificaciones o información.

3. En espera de recibir las modificaciones o información solicitadas 
en relación con las solicitudes previstas en la Sección 4 del presente 
Capítulo, la Parte solicitada podrá adoptar cualquiera de las medidas a 
que se refieren las Secciones 2 ó 3 del presente Capítulo.

Artículo 29. Pluralidad de solicitudes.
1. Cuando la Parte requerida recibe más de una solicitud en virtud 

de las Secciones 3 ó 4 del presente Capítulo relacionadas con la misma 
persona o propiedad, la pluralidad de solicitudes no impedirá a dicha 
Parte tramitar aquellas solicitudes que supongan la adopción de medi-
das provisionales.

2. En el caso de pluralidad de solicitudes en virtud de la Sección 
4 del presente Capítulo, la Parte requerida estudiará la posibilidad de 
consultar a las Partes solicitantes.

Artículo 30. Obligación de motivar.
La Parte requerida deberá motivar cualquier decisión de denegar, 

aplazar o condicionar cualquier cooperación solicitada en virtud del 
presente capítulo.

Artículo 31. Información.
1. La Parte requerida informará a la mayor brevedad a la Parte soli-

citante de:
a) Las actuaciones iniciadas como consecuencia de una solicitud for-

mulada en virtud, del presente Capítulo;
b) El resultado final de las actuaciones realizadas como consecuen-

cia de la solicitud;
c) La decisión de denegar, aplazar o condicionar; en todo o en parte, 

cualquier cooperación prevista en el presente Capítulo;
d) Cualesquiera circunstancias que hagan imposible llevar a cabo la 

actuación solicitada, o que puedan retrasarla de forma considerable; y
e) En el caso de medidas provisionales adoptadas en virtud de una 

solicitud de las previstas en las Secciones 2 ó 3 del presente Capítulo, 
de aquellas disposiciones de su derecho interno que conducirían auto-
máticamente al levantamiento de la medida provisional.

2. La Parte solicitante informará a la mayor brevedad a la Parte re-
querida de:

a) Cualquier revisión, resolución u otra circunstancia por razón de la 
cual la orden de confiscación deja de tener carácter ejecutorio, total o 
parcialmente; y

b) Cualquier acontecimiento, de hecho legal, por razón del cual deje 
de estar justificada cualquier actuación iniciada en virtud del presente 
capítulo.

3. Cuando una Parte, basándose en la misma orden de confiscación, 
solicita la confiscación en más de otra Parte, deberá informar de ello a 
todas las Partes afectadas por la ejecución de la orden a que se refiere 
la solicitud.

Artículo 32. Utilización restringida.
1. La Parte requerida puede subordinar el cumplimiento de la eje-

cución de una solicitud a la condición de que la información o pruebas 
obtenidas no puedan ser utilizadas ni transmitidas, sin su consentimien-
to previo, por las autoridades de la Parte solicitante para investigaciones 
o procedimientos judiciales diferentes de aquellos especificados en la 
solicitud.

2. Cualquiera de las Parte podrá, en el momento de la firma o de 
depositar su instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o ad-
hesión, mediante declaración dirigida al Secretario General del Consejo 
de Europa, declarar que, sin su consentimiento previo, la información 
o pruebas a que se refiere el presente Capítulo no podrán ser utilizadas 
ni transmitidas por las autoridades de la Parte solicitante para investiga-
ciones o procedimientos judiciales diferentes de aquellos especificados 
en la solicitud.

Artículo 33. Confidencialidad.
1. La Parte solicitante podrá exigir a la Parte requerida que guarde 

confidencialidad sobre los hechos y contenido de la solicitud, salvo en 
la medida necesaria para ejecutar la solicitud. Cuando la Parte requerida 
no pueda cumplir la exigencia de confidencialidad, deberá informar de 
ello a la mayor brevedad a la Parte solicitante.

2. La Parte solicitante, si así se le solicita y cuando no sea contra-
rio a los principios básicos de su ordenamiento jurídico interno, deberá 
mantener la confidencialidad de cualquier prueba e información que le 
facilite la Parte requerida, salvo en la medida en que la revelación de las 
mismas sea necesaria para las investigaciones o procedimientos judicia-
les descritos en la solicitud.

3. Sujeta a las disposiciones de su derecho interno, cualquier Parte 
que haya recibido información espontánea en virtud del artículo 10 de-
berá cumplir cualquier exigencia de confidencialidad que pueda impo-
nerle la Parte que suministra la información. Si la otra Parte no puede 
cumplir esa exigencia, deberá informar de ello a la mayor brevedad a la 
Parte transmitente.

Artículo 34. Costes. 
Los costes ordinarios derivados del cumplimiento de una solicitud 

deberán ser satisfechos por la Parte requerida. Cuando sean necesarios 
costes de naturaleza sustancial o extraordinaria para llevar a cabo una 
solicitud, las Partes se consultarán, en orden a acordar las condiciones 
en que se va a cumplir la solicitud, así como la forma en que van a asu-
mirse los costes.
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Artículo 35. Daños y perjuicios.
1. Cuando una persona haya interpuesto una acción por daños y per-

juicios resultantes de un acto u omisión relacionado con la coopera-
ción prevista en el presente Capítulo, las Partes interesadas tomarán en 
consideración consultarse mutuamente, cuando corresponda, en orden a 
determinar la eventua1 indemnización por daños y perjuicios que pueda 
corresponder.

Cualquier Parte que haya sido objeto de un procedimiento en recla-
mación de daños y perjuicios deberá hacer lo posible para informar a 
la otra Parte de dicha reclamación, cuando esta Parte pueda tener un 
interés en el asunto.

CAPITULO IV
Disposiciones finales

Artículo 36. Firma y entrada en vigor.
I. El presente Convenio estará abierto a la firma de los Estados miem-

bros del Consejo de Europa, así como de aquellos Estados no miembros 
que hayan participado en su elaboración. Dichos Estados pueden expre-
sar su consentimiento de quedar obligados mediante:

a) Firma sin reserva en cuanto a la ratificación, aceptación o apro-
bación; o

b) Firma sujeta a ratificación, aceptación o aprobación, seguida de 
ratificación, aceptación o aprobación.

2. Los instrumentos de ratificación, aprobación o aceptación serán 
depositados ante el Secretario General del Consejo de Europa.

3. El presente convenio entrará en vigor el primer día del mes si-
guiente a la expiración de un período de tres meses posterior a la fecha 
en que tres Estados, de los cuales al menos dos sean Estados Miembros 
del Consejo de Europa, hayan expresado su consentimiento de obligar-
se por el Convenio, de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 1.

4. Con relación a cualquier Estado firmante que posteriormente 
exprese su consentimiento de quedar obligado por el Convenio, este 
entrará en vigor el primer día del mes siguiente a la expiración de un 
período de tres meses posterior a la fecha de expresión de su consen-
timiento de obligarse por el Convenio, de acuerdo con lo dispuesto en 
el apartado 1.

Artículo 37. Adhesión.
1. Después de la entrada en vigor del presente Convenio, el Comité 

de Ministros del Consejo de Europa, previa consulta con los Estados 
Contratantes del Convenio, podrá invitar a cualquier Estado no miem-
bro del Consejo y que no haya participado en su elaboración a que se 
adhiera al presente Convenio, mediante resolución adoptada por la ma-
yoría prevista en el artículo 20.d) del Estatuto del Consejo de Europa y 
mediante el voto unánime de los representantes de los Estados Contra-
tantes que tienen derecho a escaño en el Comité.

2. En relación con cualquier Estado que se adhiera, el Convenio en-
trará en vigor el primer día del mes siguiente a la expiración de un pe-
ríodo de tres meses posterior a la fecha de depósito del instrumento de 
adhesión ante el Secretario General del Consejo de Europa.

Artículo 38. Aplicación territorial.
1. Cualquier Estado puede, en el momento de la firma o de depositar 

su instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesivo, espe-
cificar el territorio o territorios a los que será de aplicación el presente 
convenio.

2. Cualquier Estado puede, en cualquier momento posterior, median-
te declaración dirigida al Secretario General del Consejo de Europa, 
ampliar la aplicación del presente convenio a cualquier otro territorio 
especificado en la declaración. Con respecto a dicho territorio, el Con-
venio entrará en vigor el primer día del mes siguiente a la expiración 
de un período de tres meses posterior a la fecha de recepción de aquella 
declaración por el Secretario General.

3. Cualquier declaración realizada en virtud de los párrafos anterio-
res podrá ser retirada, en relación con el territorio especificado en dicha 
declaración, mediante notificación dirigida al Secretario General. La 
retirada entrará en vigor el primer día del mes siguiente a la expiración 
de un período de tres meses posterior a la fecha de recepción de dicha 
notificación por el Secretario General.

Artículo 39. Relaciones con otros convenios y acuerdos.
1. El presente Convenio no afecta los derechos y compromisos deri-

vados de los convenios internacionales multilaterales relativos a mate-
rias específicas.

2. Las Partes del Convenio pueden concluir acuerdos bilaterales o 
multilaterales entre sí sobre las materias que trata el presente Convenio, 
a los fines de completar o reforzar sus disposiciones o facilitar la apli-
cación de los principios en él consagrados.

3. En caso de que dos o más Partes hayan concluido ya cualquier 
acuerdo o tratado en relación con una materia tratada en el presente 
Convenio, o hayan establecido de cualquier otra forma sus relaciones 
con respecto a dicha materia, tendrá derecho a aplicar aquel acuerdo o 
tratado, o a regular sus relaciones de acuerdo con el mismo, en lugar del 
presente Convenio, cuando ello facilite la cooperación internacional.

Artículo 40. Reservas. 
1. Cualquier Estado podrá, en el momento de la firma o de deposi-

tar su instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, 
declarar que va a hacer uso de una o más de las reservas previstas en el 
artículo 2°, apartado 2, artículo 6°, apartado 4, artículo 14, apartado 3, 
artículo 21, apartado 2, artículo 25, apartado 3 y artículo 32, apartado 2. 
No podrá hacerse ninguna otra reserva.

2. Cualquier Estado que haya hecho una reserva en virtud del aparta-
do anterior podrá reiterarla, total o parcialmente, mediante notificación 
dirigida al Secretario General del Consejo de Europa. La reserva entrará 
en vigor en la fecha de recepción de dicha notificación por el Secretario 
General.

3. Ninguna Parte que haya hecho una reserva en relación con una 
disposición del presente convenio podrá reclamar la aplicación de dicha 
disposición por otra Parte; podrá, no obstante, si su reserva es parcial 
o condicional, reclamar la aplicación de dicha disposición en la misma 
medida en que ella misma la haya aceptado.

Artículo 41. Enmiendas.
1. Cualquier parte podrá proponer enmiendas al presente Convenio, 

que serán comunicadas por el Secretario General del Consejo de Eu-
ropa a los Estados Miembros del Consejo de Europa, así como a todos 
aquellos Estados no miembros que se hayan adherido o que hayan sido 
invitados a adherirse al presente convenio, de acuerdo con lo dispuesto 
en el artículo 37. 

2. Cualquier enmienda propuesta por una Parte será comunicada al 
Comité Europeo para Problemas Criminales, que someterá al Comité 
de Ministros su dictamen acerca de la enmienda propuesta.

3. El Comité de Ministros estudiará la enmienda propuesta y el dic-
tamen remitido por el Comité Europeo para Problemas Criminales y 
podrá adoptarla enmienda.

4. El texto de cualquier enmienda adoptada por el Comité de Minis-
tros de acuerdo con el apartado 3 del presente artículo será remitido a 
las Partes para su aceptación.

5. Cualquier enmienda adoptada de acuerdo con el apartado 3 del 
presente artículo entrará en vigor al tercer día después de que todas las 
Partes hayan informado al Secretario General de su aceptación de la 
misma.

Artículo 42. Resolución de controversias.
1. Se mantendrá informado al Comité Europeo para Problemas Cri-

minales del Consejo de Europa en relación con la interpretación y apli-
cación del presente Convenio.

2. En caso de que surja una controversia entre las Partes relativa a la 
interpretación o aplicación del presente Convenio, buscarán la resolu-
ción de la controversia, mediante la negociación o cualquier otro me-
dio pacífico de su elección, incluido el sometimiento de la controversia 
ante el Comité Europeo para Problemas Criminales, ante un Tribunal 
de Arbitraje, cuyas resoluciones serán obligatorias para las Partes o ante 
el Tribunal Internacional de Justicia, según se acuerde por las Partes 
interesadas.

Artículo 43. Denuncia. 
1. Cualquier Parte puede, en cualquier momento, denunciar el pre-

sente Convenio, mediante notificación dirigida al Secretario General 
del Consejo de Europa.
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2. Dicha denuncia entrará en vigor el primer día del mes siguiente a 
la expiración de un período de tres meses posterior a la fecha de recep-
ción de la notificación por el Secretario General.

3. No obstante, el presente Convenio continuará aplicándose a la 
ejecución en virtud del artículo 14 de una confiscación que haya sido 
solicitada de conformidad con las disposiciones del presente Convenio 
con anterioridad a la fecha en que dicha denuncia entre en vigor.

Artículo 44. Notificaciones.
El Secretario General del Consejo de Europa notificará a los Estados 

miembros del Consejo, así como a cualquier Estado que se haya adhe-
rido al presente Convenio, de:

a) Cualquier firma;
b) El depósito de cualquier instrumento de ratificación, aceptación, 

aprobación o adhesión;
c) Cualquier fecha de entrada en vigor del presente Convenio, con-

forme a los artículos 36 y 37;
d) Cualquier reserva realizada en virtud del artículo 40, apartado 1;
e) Cualquier otro acto, notificación o comunicación relativos al pre-

sente Convenio.
En testimonio de lo cual los abajo firmantes, debidamente autoriza-

dos al efecto, han firmado el presente Convenio.
Hecho en Estrasburgo, a 8 de noviembre de 1990, en inglés y fran-

cés, siendo ambos textos igualmente auténticos, en un solo ejemplar 
que será depositado en los archivos del Consejo de Europa. El Secreta-
rio General del Consejo de Europa, remitirá copias certificadas a cada 
uno de los Estados miembros del Consejo de Europa, a los Estados no 
miembros que han participado en la elaboración del presente Convenio 
y a cualquier otro Estado invitado a adherirse a él. 

RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO
PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., 8 de octubre de 2004
Aprobado. Sométase a la consideración del honorable Congreso Na-

cional para los efectos constitucionales.
(Fdo.) ÁLVARO URIBE VÉLEZ

La Ministra de Relaciones Exteriores (Fdo.),
Carolina Barco Isakson.

DECRETA:
Artículo 1°. Apruébase el “Convenio sobre Blanqueo, Detección, 

Embargo y Confiscación de los Productos de un Delito”, hecho en Es-
trasburgo el ocho (8) de noviembre de mil novecientos noventa (1990).

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de la 
Ley 7ª de 1944, el “Convenio sobre Blanqueo, Detección, Embargo y 
Confiscación de los Productos de un Delito”, hecho en Estrasburgo el 
ocho (8) de noviembre de mil novecientos noventa (1990), que por el 
artículo primero de esta ley se aprueba, obligará al país a partir de la fe-
cha en que se perfeccione el vínculo internacional respecto del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fecha de su publica-
ción.

Dada en Bogotá, D. C., a …
Presentado al honorable Congreso de la República por el Ministro 

del Interior y de Justicia y la Ministra de Relaciones Exteriores.
El Ministro del Interior y de Justicia,

Sabas Pretelt de la Vega.
La Ministra de Relaciones Exteriores,

Carolina Barco Isakson.
EXPOSICION DE MOTIVOS

Honorables Senadores y Representantes:
En nombre del Gobierno Nacional y en cumplimiento de lo dispues-

to en los artículos 150 numeral 16 y 189 numeral 2 de la Constitución 
Política de Colombia, presentamos a consideración del honorable Con-
greso de la República el Proyecto de ley por medio de la cual se aprueba 
el “Convenio sobre blanqueo, detección, embargo y confiscación de los 
productos de un delito” hecho en Estrasburgo el 8 de noviembre de 
1990.

El Convenio sobre blanqueo, detección, embargo y confiscación de 
los productos de un delito, en adelante denominado “el Convenio”, se 
constituye en el primer instrumento multilateral del Consejo de Europa 
que aborda de manera específica el tema de lavado de activos y esta-
blece medidas de cooperación judicial tendientes a la identificación y 
seguimiento del producto de un delito y de los instrumentos con los 
cuales se llevó a cabo, con fines de decomiso.

No obstante ser concebido, en principio, como un instrumento de 
aplicación regional, atendiendo el carácter transnacional de la conducta 
se incorporó en el texto mismo del tratado una cláusula que posibilita 
la adhesión de un Estado no miembro del Consejo y que no hubiere 
participado en su elaboración.

Así, por la importancia que para Colombia reviste contar con un 
marco de cooperación judicial internacional en la lucha contra el lavado 
de activos, presentó ante el Consejo de Europa, en febrero de 1995, su 
solicitud formal de adhesión al Convenio.

Surtidos los requerimientos internos de orden legal y los pasos pre-
vistos en el artículo 37 del Convenio, el Comité de Ministros del Con-
sejo de Europa comunicó mediante Nota Diplomática de fecha 19 de 
febrero de 2004 su decisión de invitar a Colombia a adherir al instru-
mento.

El blanqueo de capitales es hoy reconocido como una de las conduc-
tas delictivas de naturaleza transnacional de mayor gravedad. Conscien-
te de ello, la comunidad internacional ha hecho referencia expresa a esta 
conducta en instrumentos tales como la Convención de Viena de 1988 
contra el tráfico ilícito de estupefacientes, la Convención de Palermo 
contra la delincuencia transnacional organizada y, más recientemente, 
en la Convención de Mérida contra la Corrupción.

Aunado al marco gestado al interior de la Organización de las Nacio-
nes Unidas, organismos especializados en la materia se han encargado 
del diseño de lineamientos mínimos en procura del fortalecimiento de 
los sistemas legales antilavado de los países. En este contexto, las 40 
recomendaciones del Grupo de Acción Financiera Internacional, GAFI, 
constituyen un punto obligado de referencia en la medición de las forta-
lezas y debilidades de las políticas adoptadas contra el delito de lavado 
de activos.

La lucha contra la delincuencia organizada encuentra en el combate 
al lavado de dinero su pilar más importante. En este empeño, es eslabón 
indispensable el fortalecimiento de los canales de cooperación judicial. 
Deben generarse conductos ágiles que sin caer en el excesivo trámite 
y ritualismo procesal, permitan a las autoridades obrar con inmediatez 
y certeza. El carácter dinámico del delito de lavado de activos amerita 
una reacción consecuente. La dilación en la respuesta a las solicitudes 
de cooperación judicial sólo favorece los propósitos ilícitos de la delin-
cuencia organizada.

Es por tal razón que el lavado de activos no puede ser afrontado de 
manera aislada por los países en los cuales los delitos generadores de 
riqueza ilícita se presentan con mayor frecuencia. Debe concurrir la 
participación de toda la comunidad internacional a través de la gene-
ración de un frente común contra este delito. Debemos recordar que el 
capital mal habido divaga por el orbe en busca de estructuras financieras 
débiles o complacientes, valiéndose de la carencia de controles, de las 
múltiples posibilidades de camuflaje que ofrecen las novedades tecno-
lógicas, y en el peor de los casos, de la laxitud de los ordenamientos 
jurídicos.

En este entendido, el Convenio erige la cooperación internacional 
sobre la base de un amplio espectro de conductas subyacentes al lavado 
de activos, no restringiendo las posibilidades de cooperación a un lista-
do taxativo de conductas, constituyéndose en una valiosa herramienta 
que impide a las organizaciones delictivas ampararse en la exigibilidad 
del principio de doble incriminación para evadir requerimientos de au-
toridades judiciales extranjeras.

Contenido del Convenio
El Convenio consta de un preámbulo y 44 artículos divididos en cua-

tro Capítulos.
El primer Capítulo determina el alcance del instrumento a partir de 

la definición de los términos: “producto”, “propiedad”, “confiscación”, 
“instrumentos” y “delito base”.
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Se resalta que la definición de confiscación enunciada en el literal d) 
se asimila a los conceptos de decomiso y extinción de dominio previs-
tos en el ordenamiento jurídico colombiano y no a la medida proscrita 
por el artículo 34 de la Constitución.

Así ha sido aclarado por vía jurisprudencial, cuando la Corte Cons-
titucional ha abordado el estudio de disposiciones similares contenidas 
en otros Instrumentos multilaterales, tales como la Convención de Vie-
na de 1988:

“(...) la Corte considera que el artículo 5° de la Convención no posi-
bilita formas de confiscación prohibidas por la Constitución. En efecto, 
este artículo posibilita tres formas de decomiso: De un lado, de los 
instrumentos utilizados para cometer los delitos tipificados de confor-
midad con los mandatos de la Convención; de otro lado, del “produc-
to”, esto es, de los beneficios obtenidos o derivados directa o indirecta-
mente de la comisión de tales delitos; y, tercero, de “bienes cuyo valor 
equivalga al de ese producto”.

Las dos primeras formas de extinción de dominio constituyen los 
casos clásicos de decomiso que, conforme a la reiterada jurispruden-
cia reseñada en esta sentencia, son legítimos desde el punto de vista 
constitucional. La tercera forma de extinción de dominio amerita un 
examen más detallado, por cuanto se podría pensar que la Convención, 
al autorizar que se prive a una persona de la propiedad de bienes cuyo 
valor sea considerado equivalente al producto de las actividades ilíci-
tas, podría dar lugar a confiscaciones. La Corte no comparte esa con-
cepción. En efecto, el análisis precedente ha mostrado que elemento 
esencial que configura una confiscación es una sanción que consiste en 
la privación arbitraria -esto es injustificada- y desproporcionada -esto 
es, sin ninguna medida de equivalencia- de los bienes legítimamente 
adquiridos por un particular, en beneficio del fisco y en general por 
motivos de persecución política. Por eso, cuando la sanción de la pri-
vación de un bien deriva de una causa legítima -como ser consecuencia 
de la comisión de un ilícito- y se rige por principios de equivalencia, 
ella se ajusta al ordenamiento constitucional.

[…]
Es entonces una figura ampliada de decomiso que parece razonable, 

debido a la dificultad objetiva que existe para comprobar las relacio-
nes entre las actividades delincuenciales de una persona y la propie-
dad de bienes determinados. Sin embargo, la Corte considera que esta 
posibilidad de extinguir el dominio de bienes cuyo valor equivalga al 
del producto de una actividad ilícita no constituye confiscación, por 
cuanto deriva de un motivo constitucional legítimo”. (Sentencia C-176 
de 1994).

En el mismo sentido, el concepto de propiedad es coherente con el 
alcance del término “bienes” contenido en el artículo 3°, de la Ley 793 
de 2002.

Por su parte, la definición de “delito base” presenta una cobertura 
amplia que no se limita al listado taxativo de delitos fuente o subyacen-
tes de lavado de activos. Esta previsión, resulta de especial importancia 
en materia de cooperación judicial, pues permite superar las dificulta-
des propias de los sistemas en los que la concurrencia de la doble tipifi-
cación es determinante para el suministro de asistencia.

El Capítulo Segundo aborda las medidas internas que deberán ser 
adoptadas por los países que se hagan parte del Convenio. En un primer 
orden se señala el compromiso de establecer el marco legal que permita 
el comiso o la extinción de dominio sobre los bienes y productos de un 
delito, y de propiedades cuyo valor corresponda a dichos productos.

El artículo 4°, por su parte, insta a los países a adoptar herramien-
tas legales relacionadas con la inoponibilidad del secreto bancario ante 
requerimiento de autoridad judicial u otra autoridad competente. Para 
facilitar la identificación y seguimiento de los productos de un delito, 
y en consecuencia, el recaudo de pruebas, el numeral 2° de este artícu-
lo sugiere a los Estados Parte emplear técnicas de investigación tales 
como la interceptación de telecomunicaciones, el acceso a sistemas de 
ordenador y órdenes de presentar documentos específicos.

Para terminar este Capítulo, el artículo 6° desglosa las modalidades 
de blanqueo que deben ser objeto de tipificación. Dentro de ellas se 
destacan: Conversión o transmisión de propiedades, ocultación o dis-
fraz del origen, y la adquisición, posesión o uso de propiedades, con 

conocimiento de que, al momento de su recepción, dichas propiedades 
eran producto de un delito.

Basta señalar, para verificar la concordancia del Convenio en este 
punto con el tipo penal descrito en el artículo 323 de la Ley 599 de 
2000, que los supuestos en aquel listado se encuentran comprendidos 
en su totalidad a manera de verbos rectores en el régimen punitivo sus-
tancial colombiano.

Debe anotarse que a nivel interno funge como mecanismo penal sus-
tantivo complementario el delito de receptación, aplicable respecto de 
las conductas no especificadas en el tipo penal de blanqueo de capitales, 
siempre que no concurra conducta sancionada con pena mayor.

El Capítulo Tercero del Convenio se divide en 7 secciones a través 
de las cuales aborda in extenso lo relativo a la cooperación interna-
cional.

En la sección 1 se reitera el compromiso a cargo de los Estados Par-
te de adoptar medidas internas que permitan una efectiva cooperación 
internacional, en particular aquellas destinadas a atender solicitudes de 
decomiso de bienes producto o instrumento de un delito.

Con el fin de materializar este propósito, la sección 2 –artículos 8 a 
10– se refiere a la obligación de brindar la mayor ayuda posible para la 
identificación y seguimiento del producto o instrumentos de un delito. 
Para tal fin, la sección 3 establece el deber de adoptar, cuando medie 
solicitud en tal sentido, las medidas provisionales necesarias para evitar 
que se negocie, se transmita o se enajene cualquier propiedad que, en 
un momento posterior, pueda ser objeto de solicitud de decomiso o que 
pueda servir de fundamento jurídico a tal solicitud.

El procedimiento para proceder al decomiso solicitado por autoridad 
competente extranjera se encuentra detallado en la sección 4 del Capí-
tulo 3.

Las causales de denegación o aplazamiento de la cooperación in-
ternacional se describen en la sección 5. Dentro de las causales que 
pueden dar lugar a la negativa se destacan:

– Que la medida solicitada sea contraria a los principios fundamen-
tales del sistema jurídico de la Parte requerida;

– Que la ejecución de la solicitud pueda perjudicar a la soberanía, 
seguridad, orden público u otros intereses esenciales de la Parte reque-
rida; o

– Que el delito al que se refiere la solicitud sea un delito político o 
fiscal; o

– Que la Parte requerida considere que el cumplimiento de la medida 
solicitada sería contrario al principio de ne bis in idem.

No está demás anotar que la ejecución de las solicitudes está sujeta 
a los límites establecidos en el ordenamiento jurídico de la Parte reque-
rida, con lo cual las previsiones del Convenio acogen cabalmente los 
principios del derecho internacional público.

Es oportuno señalar que el artículo 507 del Código de Procedimien-
to Penal dispone que la extinción del derecho de dominio o cualquier 
otra medida que implique la pérdida o suspensión del poder dispositi-
vo sobre bienes podrá ejecutarse en Colombia por orden de autoridad 
extranjera competente, con lo cual se verifica que el ordenamiento 
jurídico interno cuenta con las herramientas adecuadas a los fines del 
Convenio.

Las secciones 6 y 7 contienen las reglas de notificación y protec-
ción de los derechos de terceras personas, y el procedimiento general 
de aplicación de las disposiciones contenidas en el Convenio, tales 
como designación de autoridades centrales, forma e idioma de las so-
licitudes, exención de formalidades de legalización, contenido de las 
solicitudes, uso de la información, confidencialidad y costos, entre 
otros.

Por último el Capítulo Cuarto está integrado por cláusulas comunes 
a instrumentos de carácter multilateral, relacionadas con la formulación 
de reservas, enmiendas, solución de controversias y entrada en vigor. Se 
resalta la disposición contenida en el artículo 37 –adhesión– que define 
el marco legal y procedimental que permite a Estados no miembros del 
Consejo de Europa y que no hubieren participado en la elaboración del 
Convenio, adherir al mismo.

El Convenio de Estrasburgo hace parte del denominado bloque jurí-
dico internacional antilavado. Su principal aporte es, como ya se anotó, 
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extender el marco de cooperación judicial a medidas y delitos fuente de 
blanqueo de capitales distintos de los enunciados en otros instrumen-
tos multilaterales, por lo que su incorporación al ordenamiento jurídico 
colombiano constituiría una valiosa herramienta contra la delincuencia 
organizada trasnacional.

Teniendo en cuenta lo anterior, el Gobierno Nacional, a través del 
Ministro del Interior y de Justicia y de la Ministra de Relaciones Ex-
teriores, solicita al honorable Congreso de la República aprobar el 
“Convenio sobre Blanqueo, Detección, Embargo y Confiscación de los 
Productos de un Delito”, hecho en Estrasburgo el 8 de noviembre de 
1990.

De los honorables Senadores y Representantes,
El Ministro del Interior y de Justicia,

Sabas Pretelt de la Vega.
La Ministra de Relaciones Exteriores,

Carolina Barco Isakson.
LEY 424 DE 1998 

(enero 13) 
por la cual se ordena el seguimiento a los convenios  

internacionales suscritos por Colombia.
 El Congreso de Colombia 

DECRETA: 
Artículo 1°. El Gobierno Nacional a través de la Cancillería presen-

tará anualmente a las Comisiones Segundas de Relaciones Exteriores 
de Senado y Cámara, y dentro de los primeros treinta días calendario 
posteriores al período legislativo que se inicia cada 20 de julio, un in-
forme pormenorizado acerca de cómo se están cumpliendo y desarro-
llando los Convenios Internacionales vigentes suscritos por Colombia 
con otros Estados. 

Artículo 2°. Cada dependencia del Gobierno nacional encargada 
de ejecutar los Tratados Internacionales de su competencia y reque-
rir la reciprocidad en los mismos, trasladará la información perti-
nente al Ministerio de Relaciones Exteriores y este, a las Comisio-
nes Segundas. 

Artículo 3°. El texto completo de la presente ley se incorporará 
como anexo a todos y cada uno de los Convenios Internacionales que 
el Ministerio de Relaciones Exteriores presente a consideración del 
Congreso. 

Artículo 4°. La presente ley rige a partir de su promulgación. 
El Presidente del honorable Senado de la República, 

Amylkar Acosta Medina. 
El Secretario General del honorable Senado de la República, 

Pedro Pumarejo Vega.
El Presidente de la honorable Cámara de Representantes, 

Carlos Ardila Ballesteros. 
El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes, 

Diego Vivas Tafur. 
REPUBLICA DE COLOMBIA-GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y ejecútese. 
Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 13 de enero de 1998. 

Ernesto Samper Pizano. 
La Ministra de Relaciones Exteriores, 

María Emma Mejía Vélez. 
RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO

PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA
Bogotá, D. C., 8 de octubre de 2004
Aprobado. Sométase a la Consideración del honorable Congreso 

Nacional para los efectos Constitucionales.
(Fdo.) ÁLVARO URIBE VÉLEZ.

La Ministra de Relaciones Exteriores,
(Fdo.) Carolina Barco Isakson.

DECRETA:
Artículo 1°. Apruébase el “Convenio sobre Blanqueo, Detección, 

Embargo y Confiscación de los Productos de un Delito”, hecho en 

Estrasburgo el ocho (8) de noviembre de mil novecientos noventa 
(1990).

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de 
la Ley 7ª de 1944, el “Convenio sobre Blanqueo, Detección, Embar-
go y Confiscación de los Productos de un Delito”, hecho en Estras-
burgo el ocho (8) de noviembre de mil novecientos noventa (1990), 
que por el artículo 1° de esta ley se aprueba, obligará al país a partir 
de la fecha en que se perfeccione el vínculo internacional respecto 
del mismo

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fecha de su publi- 
cación.

La Presidenta del honorable Senado de la República,
Claudia Blum de Barberi.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Emilio Ramón Otero Dajud.

El Presidente del la honorable Cámara de Representantes,
Julio E. Gallardo Archbold.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
Angelino Lizcano Rivera.

REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL
Comuníquese y cúmplase.
Ejecútese, previa revisión de la Corte Constitucional, conforme al 

artículo 241-10 de la Constitución Política.
Dada en Bogotá, D. C., a 27 de febrero de 2006.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ
La Ministra de Relaciones Exteriores,

Carolina Barco Isakson.
SENADO DE LA REPUBLICA

Secretaría General (Art. 139 y ss. Ley 5ª de 1992)
El día 4 del mes de abril del año 2005 se radicó en este Despacho 

el Proyecto de ley número 245, con todos y cada uno de los requisitos 
constitucionales y legales, por Minrelaciones, doctora Carolina Barco; 
Minterior, doctor Sabas Pretelt.

El Secretario General,
Emilio Otero Dajud.

SENADO DE LA REPUBLICA
SECRETARIA GENERAL

Tramitación de Leyes
Bogotá, D. C., abril 4 de 2005
Señor Presidente:
Con el fin de que se proceda a repartir el Proyecto de ley número 

245 de 2005 Senado, por medio de la cual se crea el “Convenio sobre 
Blanqueo, Detección, Embargo y Confiscación de los Productos de un 
Delito”, hecho en Estrasburgo el 8 de noviembre de 1990, me permito 
pasar a su despacho el expediente de la mencionada iniciativa que fue 
presentada en el día de hoy ante Secretaría General. La materia de que 
trata el mencionado proyecto de ley, es competencia de la Comisión 
Segunda Constitucional Permanente, de conformidad con las disposi-
ciones reglamentarias y de ley.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Emilio Otero Dajud.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE SENADO  
DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., abril 4 de 2005
De conformidad con el informe de Secretaría General, dese por re-

partido el proyecto de ley de la referencia a la Comisión Segunda Cons-
titucional y envíese copia del mismo a la Imprenta Nacional con el fin 
de que sea publicado en la Gaceta del Congreso.

Cúmplase.
El Presidente del honorable Senado de la República,

Luis Humberto Gómez Gallo.
El secretario General del honorable Senado de la República,

Emilio Otero Dajud.
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EL CONGRESO DE LA REPUBLICA
Visto el texto del “Convenio entre el Gobierno de la República de 

Colombia y el Gobierno de la República de Bolivia para la recupe-
ración de bienes culturales y otros específicos robados, importados o 
exportados ilícitamente”, suscrito en la ciudad de La Paz, a los veinte 
(20) días del mes de agosto del año dos mil uno (2001), que a la letra 
dice:

(Para ser transcrito: Se adjunta fotocopia del texto íntegro del instru-
mento internacional mencionado).

PROYECTO DE LEY NUMERO 212 DE 2003
por medio de la cual se aprueba el “Convenio entre el Gobierno de 

la República de Colombia y el Gobierno de la República de Bolivia 
para la recuperación de bienes culturales y otros específicos robados, 
importados o exportados ilícitamente”, suscrito en la ciudad de La Paz, 
a los veinte (20) días del mes de agosto del año dos mil uno (2001).

El Congreso de la República
Visto el texto del Convenio entre el Gobierno de la República de Co-

lombia y el Gobierno de la República de Bolivia para la recuperación de 
bienes culturales y otros específicos robados, importados o exportados 
ilícitamente, suscrito en la ciudad de La Paz, a los veinte (20) días del 
mes de agosto del año dos mil uno (2001), que a la letra dice:

(Para ser transcrito: Se adjunta fotocopia del texto íntegro del instru-
mento internacional mencionado).
CONVENIO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA DE CO-
LOMBIA Y EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA DE BOLIVIA 
PARA LA RECUPERACION DE BIENES CULTURALES Y OTROS 
ESPECIFICOS ROBADOS, IMPORTADOS O EXPORTADOS ILICI-

TAMENTE
La República de Colombia y la República de Bolivia, en adelante 

denominadas las “Partes”,
Reconociendo la importancia de proteger el patrimonio cultural de 

ambos países;
Teniendo en cuenta otros mecanismos internacionales de defensa del 

patrimonio cultural, como la Convención de la Unesco de 1970 sobre 
las medidas a adoptarse de prohibir e impedir la importación, expor-
tación y transferencia ilícitas de bienes culturales; y la Decisión 460 
sobre la protección y recuperación de bienes culturales del patrimonio 
arqueológico, histórico, etnológico, paleontológico y artístico de la Co-
munidad Andina;

Reconociendo que la importación, exportación o transferencia ilícita 
de bienes culturales constituyen un grave perjuicio en la preservación 
y conservación del Patrimonio Cultural, afectando irreversiblemente al 
legado histórico de ambas naciones como base de sus identidades;

Admitiendo que la colaboración entre ambos Estados Parte para la 
recuperación de bienes culturales y otros específicos robados, importa-
dos, exportados o transferidos ilícitamente constituye uno de los medios 
más eficaces para proteger y reconocer el derecho propietario originario 
de cada nación sobre sus bienes culturales respectivos;

Deseando establecer normas comunes que permitan la recuperación 
de bienes culturales, en los casos que estos hayan sido robados, impor-
tados, exportados o transferidos ilícitamente;

Han acordado lo siguiente:
ARTICULO I

1. Ambos Estados Partes se comprometen a prohibir e impedir el 
ingreso en sus respectivos territorios, de bienes culturales y otros espe-
cíficos provenientes de la otra Parte contratante.

2. Sólo podrán ser aceptados temporalmente, por cualquiera de los 
Estados Partes, aquellos bienes culturales y patrimoniales que cuenten 
con la respectiva certificación y permiso expreso de las Partes, de acuer-
do con las disposiciones legales de cada país.

3. Cuando el Estado receptor evidencie la inexistencia de la autori-
zación certificada y expresa en los bienes culturales importados y trans-
feridos ilícitamente, denunciará al Estado de procedencia el ingreso de 
los mismos, procediendo a su inmediato decomiso preventivo.

4. Para los efectos del presente Convenio, se denominan “bienes cul-
turales patrimoniales y otros específicos” a los que establece las legisla-
ciones internas de cada país en forma enunciativa y no limitativa.

5. A los efectos del presente Convenio se entenderá por bienes cultu-
rales entre otros los siguientes:

a) Los objetos arqueológicos procedentes de las culturas precolom-
binas de ambos países, incluyendo elementos arquitectónicos, escultu-
ras, piezas de cerámica, trabajos en metal, textiles y otras evidencias 
materiales de la actividad humana o fragmentos de estos;

b) Objetos y colecciones paleontológicos ya sea que estén clasifica-
dos y con certificación de origen de cualquiera de las Partes o no;

c) Los objetos o fragmentos de piezas de arte, de culto religioso y/o 
profano de la época colonial y republicana protegidos por la legislación 
de ambos países;

d) Los documentos provenientes de archivos oficiales de los Gobier-
nos centrales, estatales, regionales, departamentales, prefecturales, mu-
nicipales y de otras entidades de carácter público de acuerdo con las 
leyes de cada parte, que sean de propiedad de estos o de organizaciones 
religiosas a favor de las cuales ambos Gobiernos están facultados para 
actuar;

e) Antigüedades tales como monedas, inscripciones y sellos graba-
dos de cualquier época y que los respectivos países consideren como 
integrantes de su patrimonio cultural;

f) Bienes de interés artístico tales como cuadros, pinturas, dibujos 
hechos enteramente a mano sobre cualquier soporte o en cualquier ma-
terial, y la producción de originales de arte estatuario y de escultura en 
cualquier material, grabados, estampados y litografías originales;

g) Manuscritos raros e incunables, libros, documentos y publicacio-
nes de interés histórico, artístico, científico, literario, etc, sean sueltos 
o en colecciones;

h) Sellos de correos, sellos fiscales y análogos sueltos en coleccio-
nes;

i) Archivos y material fonográfico, fotográfico y cinematográfico, en 
poder de entidades oficiales o privadas, protegidos por la legislación de 
cada país;

j) Muebles y/o mobiliario incluidos instrumentos de música de inte-
rés histórico y cultural, con una antigüedad de 50 años;

k) Material etnológico de uso ceremonial y utilitario como tejidos, 
arte plumario y otros;

6. Quedan igualmente incluidos los bienes culturales y documenta-
les de propiedad privada que cada Estado Parte considere y que estén 
protegidos por la legislación nacional de cada Parte, sobre los cuales 
deberá realizarse la respectiva valoración, inventario y registro ante las 
entidades competentes.

ARTICULO II
1. A solicitud expresa, en forma escrita de las autoridades competen-

tes de la Administración cultural de una de las Partes, la otra empleará 
los medios legales preestablecidos en su ordenamiento público para re-

LEY 1018 DE 2006
(febrero 28)

por medio de la cual se aprueba el “Convenio entre el Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno 
de la República de Bolivia para la recuperación de bienes culturales y otros específicos robados, importa-
dos o exportados ilícitamente”, suscrito en la ciudad de La Paz, a los veinte (20) días del mes de agosto del 

año dos mil uno (2001).
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cuperar y devolver desde su territorio los bienes culturales patrimonia-
les y específicos que hubiesen sido robados, importados, exportados o 
transferidos ilícitamente del territorio de la parte requiriente.

2. A partir de la fecha del presente Convenio, los pedidos de recupe-
ración y devolución de bienes culturales patrimoniales previa acredita-
ción de origen, autenticidad y denuncia por las autoridades competentes 
deberán formalizarse por los canales diplomáticos.

3. Los gastos inherentes a los servicios destinados para la recupera-
ción y devolución mencionados en el numeral anterior, serán sufraga-
dos por la parte requiriente.

ARTICULO III
1. Las Partes deberán informar a la otra de los robos de bienes cul-

turales que lleguen a su conocimiento, cuando exista razón para creer 
que dichos objetos probablemente serán introducidos en el comercio 
internacional.

2. Las Partes se comprometen también a intercambiar información 
técnica y legal relativa a los bienes culturales que son materia de robo 
y/o tráfico ilícito, así como capacitar y difundir dicha información a sus 
respectivas autoridades y policías de puertos, aeropuertos y fronteras, 
para facilitar su identificación y la aplicación de medidas cautelares 
coercitivas que correspondan en cada caso.

3. Las Partes se comprometen a intercambiar información destinada 
a identificar a los sujetos que, en el territorio de cada una de ellas, hayan 
participado en el robo, importación, exportación, transferencia ilícita 
y/o conductas delictivas conexas.

4. Con este propósito y sobre la base de la investigación policial rea-
lizada, deberá remitir a la otra parte suficiente información descriptiva 
que permita identificar los objetos e igualmente quienes hayan partici-
pado en el robo, venta, importación, exportación ilícita y/o conductas 
delictivas conexas, así como el esclarecer el modo operativo empleado 
por los delincuentes.

5. Las Partes difundirán entre sus respectivas autoridades aduaneras 
y policiales de puertos, aeropuertos, fronteras, información relativa a 
los bienes culturales que hayan sido materia de robo y/o tráfico ilícito, 
con el fin de facilitar su identificación y la aplicación de las medidas 
cautelares correspondientes.

6. Las Partes se comprometen asimismo a realizar pasantías e inter-
cambiar información para actualizar conocimientos y coordinar activi-
dades bilaterales en la adopción de medidas para contrarrestar el comer-
cio ilícito de bienes culturales.

7. Las Partes se comprometen a intercambiar información relacio-
nada con los bienes que pueden circular libremente y que no estén co-
bijados por las normativas de protección patrimonial de cada país, lo 
cual facilitará los controles aduaneros al ingresar o salir de cada Estado 
Parte.

8. Los documentos provenientes de una de las Partes que deban ser 
presentados en el territorio de la otra Parte, que se tramiten por me-
dio de las autoridades competentes, no requerirán de autenticación o de 
cualquier otra formalidad análoga.

ARTICULO IV
Ambas Partes contratantes convienen en la exoneración total de gra-

vámenes aduaneros, de conformidad con su ordenamiento jurídico in-
terno, durante el proceso de recuperación y devolución de los bienes 
culturales patrimoniales hacia el país de origen en aplicación de lo dis-
puesto en el presente Convenio.

ARTICULO V
Las Partes se notificarán por vía diplomática el cumplimiento de los 

requisitos legales internos necesarios para la entrada en vigor del pre-
sente Convenio. El Convenio entrará en vigor una vez se haya produci-
do la segunda de tales notificaciones.

ARTICULO VI
El presente Convenio regirá en forma indefinida. Cualquiera de las 

Partes podrá denunciarlo mediante notificación escrita dirigida a la otra 
parte, la cual entrará a regir a los 90 días de recibida esta última. Sin 
perjuicio de lo anterior, las solicitudes iniciadas o presentadas con fun-
damento en el presente Convenio y que estén en curso en el momento de 

producirse la denuncia, continuarán ejecutándose hasta su normal con-
clusión, salvo que las Partes de común acuerdo dispongan otra cosa.

Suscrito en la ciudad de La Paz, a los veinte días del mes de agosto 
del año dos mil uno, en dos ejemplares originales, siendo ambos textos 
igualmente auténticos.

Por el Gobierno de la República de Colombia,
Guillermo Fernández de Soto,

Ministro de Relaciones Exteriores.
Por el Gobierno de la República de Bolivia,

Gustavo Fernández Saavedra,
Ministro de Relaciones Exteriores y Culto.

RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO
PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., 5 de marzo de 2002
Aprobado. Sométase a la consideración del honorable Congreso Na-

cional para los efectos constitucionales.
(Fdo.) ANDRES PASTRANA ARANGO

El Ministro de Relaciones Exteriores,
(Fdo.) Guillermo Fernández de Soto.

DECRETA:
Artículo 1º. Apruébase el “Convenio entre el Gobierno de la Repú-

blica de Colombia y el Gobierno de la República de Bolivia para la 
recuperación de bienes culturales y otros específicos robados, impor-
tados o exportados ilícitamente”, suscrito en la ciudad de La Paz, a los 
veinte (20) días del mes de agosto del año dos mil uno (2001).

Artículo 2º. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de la 
Ley 7ª de 1944, el “Convenio entre el Gobierno de la República de Co-
lombia y el Gobierno de la República de Bolivia para la recuperación 
de bienes culturales y otros específicos robados, importados o expor-
tados ilícitamente”, suscrito en la ciudad de La Paz, a los veinte (20) 
días del mes de agosto del año dos mil uno (2001), que por el artículo 
primero de esta ley se aprueba, obligará al país a partir de la fecha en 
que se perfeccione el vínculo internacional respecto del mismo.

Artículo 3º. La presente ley rige a partir de la fecha de su publi- 
cación.

Dada en Bogotá, D. C., a los
Presentado al honorable Congreso de la República por las suscritas 

Ministras de Relaciones Exteriores y de Cultura.
La Ministra de Relaciones Exteriores,

Carolina Barco Isakson.
La Ministra de Cultura,

María Consuelo Araújo Castro.
EXPOSICION DE MOTIVOS

Honorables Senadores y Representantes:
En nombre del Gobierno Nacional y en cumplimiento de los artí-

culos 150 numeral 16 y 189 numeral 2 de la Constitución Política de 
Colombia, presentamos a consideración del honorable Congreso de la 
República el proyecto de ley por medio de la cual se aprueba el “Con-
venio entre el Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de 
la República de Bolivia para la recuperación de bienes culturales y otros 
específicos robados, importados o exportados ilícitamente”, suscrito en 
la ciudad de La Paz, a los veinte (20) días del mes de agosto del año dos 
mil uno (2001).

La gran variedad de objetos que conforman el patrimonio cultural 
de cada país son esenciales para la comprensión de la historia y para la 
permanencia de la memoria colectiva de las sociedades, soporte funda-
mental de la identidad nacional.

Estas producciones y sus contextos, son testigos fehacientes del de-
venir histórico del hombre, valiosa fuente de investigación y vínculo 
entre el pasado, el presente y el futuro.

Sin embargo, es una realidad que estos testimonios se están perdien-
do por muchas razones, entre ellas el tráfico ilícito, considerado en la 
reciente Cumbre de las Américas celebrada en Quebec, como una ame-
naza multidimensional a la seguridad de las sociedades.
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Los Gobiernos han reconocido la necesidad de fortalecer las estra-
tegias para impedir el tráfico ilícito de bienes culturales y se han com-
prometido en cooperar activamente, tanto en el nivel nacional como 
internacional, para luchar contra este flagelo.

Basados en los principios de la cooperación internacional, la Unes-
co y el ICOM han promovido la adhesión a convenios multilaterales 
y bilaterales que contribuyan a la protección del patrimonio cultural 
de las naciones, constituido por los bienes culturales existentes en su 
territorio.

La Convención sobre las medidas que deben adoptarse para prohibir 
e impedir la importación, la exportación y la transferencia de propiedad 
ilícitas de bienes culturales es el instrumento, a nivel internacional, más 
eficaz para proteger los bienes culturales contra los peligros que con-
tribuyen al empobrecimiento del patrimonio cultural de los países de 
origen.

Considerando que la cooperación bilateral contribuye al desarrollo 
y fortalecimiento de la Campaña Nacional contra el Tráfico Ilícito de 
Bienes Culturales, promovida por el Ministerio de Cultura de Colom-
bia, en donde la cooperación bilateral y multilateral es fundamental 
para proteger, no solo el patrimonio de Colombia, sino el de los demás 
países

Teniendo en cuenta lo anterior, el Gobierno Nacional, a través de 
sus Ministros de Relaciones Exteriores y de Cultura, solicita al ho-
norable Congreso de la República, aprobar el “Convenio entre el Go-
bierno de la República de Colombia y el Gobierno de la República de 
Bolivia para la recuperacion de bienes culturales y otros específicos 
robados”, importados o exportados ilícitamente, suscrito en la ciudad 
de La Paz, a los veinte (20) días del mes de agosto del año dos mil 
uno (2001).

De los honorables Congresistas,
La Ministra de Relaciones Exteriores,

Carolina Barco Isakson.
La Ministra de Cultura,

María Consuelo Araújo Castro.
LEY 424 DE 1998

(enero 13)
por la cual se ordena el seguimiento a los convenios internacionales 

suscritos por Colombia.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1º. El Gobierno Nacional a través de la Cancillería presen-

tará anualmente a las Comisiones Segundas de Relaciones Exteriores 
de Senado y Cámara, y dentro de los primeros treinta días calendario 
posteriores al período legislativo que se inicia cada 20 de julio, un in-
forme pormenorizado acerca de cómo se están cumpliendo y desarro-
llando los Convenios Internacionales vigentes suscritos por Colombia 
con otros Estados. 

Artículo 2º. Cada dependencia del Gobierno Nacional encargada 
de ejecutar los Tratados Internacionales de su competencia y reque-
rir la reciprocidad en los mismos, trasladará la información perti-
nente al Ministerio de Relaciones Exteriores y este, a las Comisio-
nes Segundas. 

Artículo 3º. El texto completo de la presente ley se incorporará 
como anexo a todos y cada uno de los Convenios Internacionales que 
el Ministerio de Relaciones Exteriores presente a consideración del 
Congreso. 

Artículo 4º. La presente ley rige a partir de su promulgación. 
El Presidente del honorable Senado de la República, 

Amylkar Acosta Medina 
El Secretario General del honorable Senado de la República, 

Pedro Pumarejo Vega 
El Presidente de la honorable Cámara de Representantes, 

Carlos Ardila Ballesteros 
El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes, 

Diego Vivas Tafur 

REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL
Publíquese y ejecútese.
Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 13 de enero de 1998. 

ERNESTO SAMPER PIZANO
La Ministra de Relaciones Exteriores, 

María Emma Mejía Vélez. 
Bogotá, D. C., junio 9 de 2003
Honorable Senador
LUIS ALFREDO RAMOS BOTERO
Ciudad
Honorable Senador:
Siguiendo instrucciones de la Mesa Directiva de la Comisión Se-

gunda del Senado, respetuosamente me dirijo a usted para informarle 
que a la fecha la Secretaría de esta Célula Legislativa no ha recibido las 
PONENCIAS PARA PRIMER DEBATE de los siguientes proyectos 
de ley, de los cuales ha sido designado ponente, así:

– Número 211 de 2003 Senado, por medio de la cual se aprueba el 
Acuerdo entre el Gobierno de la República del Ecuador y el Gobierno 
de la República de Colombia sobre ferias y eventos de frontera, suscrito 
en la ciudad de Quito, el veintinueve (29) de septiembre del año dos mil 
(2000).

– Número 212 de 2003 Senado, por medio de la cual se aprueba el 
Convenio entre el Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno 
de la República de Bolivia para la recuperación de bienes culturales y 
otros específicos robados, importados o exportados ilícitamente, suscri-
to en la ciudad de La Paz, a los veinte (20) días del mes de agosto del 
año dos mil uno (2001). 

Igualmente y con el fin de dar cumplimiento a los propósitos de esta 
Comisión, me permito recordarle que los proyectos de ley que al 20 de 
junio del año en curso no hayan recibido trámite de discusión y aproba-
ción en primer debate serán archivados de acuerdo a la Ley 5ª de 1992 
y a la Constitución Política de Colombia.

Con mi más alta consideración y respeto.
El Secretario General Comisión Segunda Senado de la República,

Felipe Ortiz M.
Bogotá, D. C., junio 5 de 2003
Honorable Senador
LUIS ALFREDO RAMOS BOTERO
Ciudad
Respetado Senador:
Siguiendo instrucciones de la Mesa Directiva de la Comisión Se-

gunda del Senado, atentamente me dirijo a usted para comunicarle que 
ha sido designado ponente del Proyecto de ley número 212 de 2003 
Senado, por medio de la cual se aprueba el Convenio entre el Gobierno 
de la República de Colombia y el Gobierno de la República de Bolivia 
para la recuperación de bienes culturales y otros específicos robados, 
importados o, exportados ilícitamente, suscrito en la ciudad de La Paz, 
a los veinte (20) días del mes de agosto del año dos mil uno (2001). 

Para los efectos pertinentes, allego a su Despacho fotocopia del men-
cionado proyecto de ley, con el objeto de rendir ponencia en los térmi-
nos reglamentarios, la cual debe radicarse en esta célula legislativa en 
original, tres (3) copias y en forma magnética.

Con mi más alta consideración.
El Secretario General Comisión Segunda Senado de la República,

Felipe Ortiz Marulanda.
– Anexo lo enunciado.
COMISION SEGUNDA CONSTITUCIONAL PERMANENTE
Bogotá, D. C., mayo 22 de 2003
En la fecha se recibió el Proyecto de ley número 212 de 2003 Se-

nado, por medio de la cual se aprueba el Convenio entre el Gobierno 
de la República de Colombia y el Gobierno de la República de Bolivia 
para la recuperación de bienes culturales y otros específicos robados, 
importados o exportados ilícitamente, suscrito en la ciudad de La Paz, a 
los veinte (20) días del mes de agosto del año dos mil uno (2001). 
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Pasa al Despacho del señor Presidente de la Comisión para que tenga 
a bien designar ponente.

El Secretario General Comisión Segunda Senado de la República,
Felipe Ortiz M.

Bogotá, D. C., junio 5 de 2003.
En la fecha el señor Presidente de la Comisión designa ponente al 

honorable Senador Luis Alfredo Ramos Botero.
El Secretario General Comisión Segunda Senado de la República,

Felipe Ortiz M.
RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO

PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA
Bogotá, D. C., 5 de marzo de 2002
Aprobado. Sométase a la consideración del honorable Congreso Na-

cional para los efectos constitucionales.
(Fdo.) ANDRES PASTRANA ARANGO

El Ministro de Relaciones Exteriores,
(Fdo.) Guillermo Fernández de Soto.

DECRETA:
Artículo 1º. Apruébase el “Convenio entre el Gobierno de la Repú-

blica de Colombia y el Gobierno de la República de Bolivia para la 
recuperación de bienes culturales y otros específicos robados, impor-
tados o exportados ilícitamente”, suscrito en la ciudad de La Paz, a los 
veinte (20) días del mes de agosto del año dos mil uno (2001).

Artículo 2º. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de la 
Ley 7ª de 1944, el “Convenio entre el Gobierno de la República de Co-
lombia y el Gobierno de la República de Bolivia para la recuperación 
de bienes culturales y otros específicos robados, importados o expor-
tados ilícitamente, suscrito en la ciudad de La Paz, a los veinte (20) 
días del mes de agosto del año dos mil uno (2001), que por el artículo 

1° de esta ley se aprueba, obligará al país a partir de la fecha en que se 
perfeccione el vínculo internacional respecto del mismo.

Artículo 3º. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación.
La Presidenta del honorable Senado de la República,

Claudia Blum de Barberi.
El Secretario General del honorable Senado de la República,

Emilio Ramón Otero Dajud.
El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

Julio E. Gallardo Archbold.
El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

Angelino Lizcano Rivera.
REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL

Comuníquese y cúmplase.
Ejecútese, previa revisión de la Corte Constitucional, conforme al 

artículo 241-10 de la Constitución Política.
Dada en Bogotá, D. C., a 28 de febrero de 2006.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ
El Viceministro de Relaciones Exteriores, encargado de las funcio-

nes del Despacho de la Ministra de Relaciones Exteriores,
Camilo Reyes Rodríguez.

SENADO DE LA REPUBLICA
Secretaría General (Art. 139 y ss. Ley 5ª de 1992)

El día 7 del mes de mayo del año 2003 se radicó en este despacho 
el Proyecto de ley número 206, con todos y cada uno de los requisitos 
constitucionales y legales, por Jaime Girón, Ministro (E.) de Relacio-
nes Exteriores.

El Secretario General,
Emilio Otero Dajud.

* * *

LEY 1019 DE 2006
(febrero 28)

por medio de la cual se aprueba el “Memorando de entendimiento entre el Gobierno de Australia  
y el Gobierno de Colombia sobre Cooperación en el Campo de la Educación y la Capacitación”,  

suscrito el seis (6) de agosto de 2002.

El Congreso de la República
Visto el texto del “Memorando de entendimiento entre el Gobier-

no de Australia y el Gobierno de Colombia sobre Cooperación en el 
Campo de la Educación y la Capacitación”, suscrito el seis (6) de 
agosto de 2002, que a la letra dice:

(Para ser transcrito: Se adjunta fotocopia del texto íntegro del instru-
mento internacional mencionado).

PROYECTO DE LEY NUMERO 203 DE 2004 SENADO
por medio de la cual se aprueba el “Memorando de entendimiento 
entre el Gobierno de Australia y el Gobierno de Colombia sobre Co-
operación en el Campo de la Educación y la Capacitación”, suscrito 

el seis (6) de agosto de 2002.
El Congreso de la República

Visto el texto del “Memorando de entendimiento entre el Gobierno de 
Australia y el Gobierno de Colombia sobre Cooperación en el Campo de 
la Educación y la Capacitación”, suscrito el seis (6) de agosto de 2002.

(Para ser transcrito: Se adjunta fotocopia del texto íntegro del instru-
mento internacional mencionado).
MEMORANDO DE ENTENDIMIENTO ENTRE EL GOBIERNO DE 
AUSTRALIA Y EL GOBIERNO DE COLOMBIA SOBRE COOPERA-
CION EN EL CAMPO DE LA EDUCACION Y LA CAPACITACION

Guiados por el deseo de realzar las amigables relaciones bilaterales 
entre ambas naciones en el campo de la educación y de la capacita-

ción, y considerando la importancia de la educación como un factor 
de desarrollo económico, así como medio para estrechar los vínculos 
entre sus pueblos, el Gobierno de Australia y el Gobierno de Colombia 
(denominados en adelante como las “Partes”) suscriben los siguientes 
entendimientos:

PARAGRAFO 1
Este Memorando de Entendimiento sienta las bases del marco de tra-

bajo dentro del cual las Partes deben considerar de manera conjunta los 
programas de cooperación en educación y capacitación sobre la base de 
la reciprocidad y del beneficio mutuo.

PARAGRAFO 2
Las Partes harán todo lo que esté a su alcance por fomentar y facili-

tar, según sea el caso y de conformidad con las leyes y reglamentaciones 
pertinentes de ambas Partes, el desarrollo de contactos y cooperación 
entre las agencias del gobierno, las instituciones educativas, organiza-
ciones y demás entidades de Australia y de Colombia y el perfecciona-
miento de otros convenios entre dichos organismos para llevar a cabo 
las actividades de cooperación.

Para tal fin, cada una de las Partes podrá:
a) Facilitar el intercambio de personal académico y estudiantes en-

tre colegios e instituciones reconocidos de educación superior y vo-
cacional;

b) Fomentar la asistencia mutua y el intercambio de información en 
áreas de interés en colegios de educación superior y vocacional;
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c) Facilitar la organización de exhibiciones y seminarios especiali-
zados;

d) Respaldar el desarrollo de capacitación cooperativa, investigación 
conjunta, transferencia de tecnología y consorcios entre las respectivas 
autoridades e instituciones;

e) Promover el desarrollo de actividades conjuntas tendientes a la ex-
plotación de la tecnología de la información, en particular de Internet, 
en el campo de la educación;

f) Apoyar la creación de becas especialmente para estudios de post-
grado, maestrías y PhD’s en aquellas áreas de interés mutuo que conlle-
ve a la formación del talento humano;

g) Fomentar el intercambio lingüístico entre los dos países y el per-
feccionamiento de los idiomas, de tal forma que Australia apoye el de-
sarrollo de Programas para la capacitación en el inglés y Colombia en 
el castellano;

 h) Intercambiar información sobre las instituciones que fomentan y 
regulen la educación entre sus países, academias de educación superior, 
Universidades y otras entidades educativas;

i) Disponer otras formas de cooperación en educación y capacitación 
que se determinen mutuamente.

PARAGRAFO 3
Los costos de las actividades de cooperación educación de acuerdo 

con este Memorando de Entendimiento serán financiados y determina-
dos mutuamente y sujetos a la disponibilidad de los recursos.

PARAGRAFO 4
a) Este Memorando de Entendimiento entrará en vigor a partir de 

que las Partes se notifiquen mediante notas diplomáticas, el cumpli-
miento de los requisitos legales internos necesarios para la entrada en 
vigor del presente Memorando;

b) Este Memorando de Entendimiento podrá ser terminado en cual-
quier momento por cualquiera de las Partes mediante aviso escrito de 
su intención, a la otra Parte. La terminación se hará efectiva un mes 
siguiente al aviso;

c) En caso de terminación de este Memorando de Entendimiento y 
salvo acuerdo al contrario, las disposiciones bajo el mismo continuarán 
vigentes hasta tanto se lleve a cabo hasta su terminación, la implemen-
tación de los procedimientos, planes y programas de cooperación que 
se hagan de acuerdo con este Memorando;

d) Este Memorando de Entendimiento podrá ser revisado o modifi-
cado mediante consentimiento mutuo. Todo cambio o modificación de 
este Memorando de Entendimiento podrá hacerse por acuerdo escrito 
entre las Partes;

e) Este Memorando de Entendimiento tendrá una vigencia de cinco 
años, luego de los cuales se renovará por otro período de cinco años, 
salvo acuerdo al contrario entre las Partes.

PARAGRAFO 5
Ambas Partes arreglarán, amigablemente y sin demora, mediante 

consultas, las discrepancias que surjan con respecto a este Memo-
rando.

PARAGRAFO 6
Este Memorando de Entendimiento se suscribe en inglés y castella-

no, ambos textos igualmente auténticos el 6 de agosto del año 2002.
Por el Gobierno de Australia,

(Firma ilegible)
Por el Gobierno de Colombia,

(Firma ilegible)
RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO

PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA
Bogotá, D. C., 3 de septiembre de 2003
Aprobado. Sométase a la consideración del honorable Congreso Na-

cional para los efectos constitucionales.
(Fdo.) ÁLVARO URIBE VÉLEZ

La Ministra de Relaciones Exteriores,
(Fdo.) Carolina Barco Isakson.

DECRETA:
Artículo 1º. Apruébase el “Memorando de Entendimiento entre el 

Gobierno de Australia y el Gobierno de Colombia sobre Cooperación 
en el Campo de la Educación y la Capacitación”, suscrito el seis (6) de 
agosto de 2002.

Artículo 2º. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de la 
Ley 7ª de 1944, el “Memorando de Entendimiento entre el Gobierno de 
Australia y el Gobierno de Colombia sobre Cooperación en el Campo 
de la Educación y la Capacitación”, suscrito el seis (6) de agosto de 
2002, que por el artículo 1° de esta ley se aprueba, obligará al país a 
partir de la fecha en que se perfeccione el vínculo internacional respec-
to del mismo.

Artículo 3º. La presente ley rige a partir de la fecha de su publica-
ción.

Dada en Bogotá, D. C., a los...
Presentado al honorable Congreso de la República por la Ministra de 

Relaciones Exteriores y la Ministra de Educación Nacional.
La Ministra de Relaciones Exteriores,

Carolina Barco Isakson
La Ministra de Educación Nacional,

Cecilia María Vélez White.
EXPOSICION DE MOTIVOS

Honorables Senadores y Representantes:
En nombre del Gobierno Nacional y en cumplimiento de los artícu-

los 189 numerales 2, 150 numeral 16 y 224 de la Constitución Política, 
presentamos a consideración del honorable Congreso de la República 
el proyecto de ley por medio de la cual se aprueba el “Memorando de 
Entendimiento entre el Gobierno de Australia y el Gobierno de Colom-
bia sobre Cooperación en el Campo de la Educación y la Capacitación”, 
suscrito el seis (6) de agosto de 2002.

Consideraciones previas
Las relaciones diplomáticas con Australia, fueron establecidas el 9 

de septiembre de 1975. El punto de mayor acercamiento y de contacto 
político entre Colombia y Australia lo constituye su permanencia al 
“Grupo Cairns” en el seno de la Organización Mundial de Comercio, 
OMC, grupo que junto con 15 países más, buscan incentivar el desarro-
llo y la exportación de la producción del sector agrícola.

En el ámbito multilateral Australia hace parte de importantes foros 
regionales del Asia-Pacífico a los cuales Colombia ha manifestado su 
reiterado interés por ingresar: APEC, PECC y PBEC; estas instancias 
le permitirán al país en el futuro una mayor cooperación económica 
con la región del Asia Pacífica. Sin embargo, la negativa de algunos 
Estados Miembros de admitir nuevos países, ha afectado el progreso 
de la candidatura de Colombia de ser miembro en esos Foros; por ello 
la suscripción y aprobación de un Memorando de Entendimiento de 
esta naturaleza, será visto por Australia, como un claro testimonio de 
que Colombia asume sus compromisos internacionales con respeto y 
responsabilidad.

La tradición de inmigrantes sigue vigente en Australia a lo largo de 
sus 100 años de fundada (1901-2001) y la población latinoamericana 
tiene una colonia fuerte después de la asiática y europea en el territorio 
australiano, su permanencia ha fortalecido y enriquecido la diversidad 
cultural que consolida la identidad nacional de Australia.

La existencia en Australia de diversos pueblos indígenas que hablan 
más de cien idiomas distintos, la presencia de los colonizadores euro-
peos, la influencia de la Commonwealth Británica, sumado a las dis-
tintas corrientes migratorias, hizo posible que la vigencia del principio 
de la tolerancia cultural y la armonía comunitaria prevaleciera en una 
comunidad diversa como la australiana.

El gobierno colombiano ha observado en los últimos años el incre-
mento de las relaciones de Australia con América Latina atendiendo la 
relevancia adquirida por los países del Asia-Pacífico y la dinámica del 
intercambio de bienes, servicios y personas. La solidaridad del pueblo 
australiano para con el colombiano se ha reflejado en el otorgamiento 
de becas, en la oferta de cupos universitarios para los estudiantes y en la 
posibilidad de vinculación laboral para cientos de compatriotas.
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Australia es hoy en día uno de los países de más rápido crecimiento 
dentro del grupo de los países en desarrollo, su economía despegó gra-
cias a los sectores agrícolas, ganaderos, mineros y comerciales, justo en 
etapas en las cuales se encuentran países como Colombia.

Uno de los más importantes canales de acercamiento entre Colom-
bia y Australia es el área de la educación, visto claramente en la gran 
afluencia de estudiantes colombianos a las Universidades de ese país, 
con el objetivo de adelantar estudios tanto en el aprendizaje del inglés 
como para programas de educación superior. En agosto de 2002, los 
cálculos aproximados son de 1.432 estudiantes colombianos, el número 
más alto de Latinoamérica después de Brasil.

Datos recientes ofrecidos por el Consulado de Colombia en Sid-
ney demuestran que las cifras aumentan cada año; es decir, en el 2001, 
204 estudiantes colombianos realizaban, posgrado en diferentes áreas, 
–excluyendo los estudiantes de programas para aprender inglés–, en el 
2002 ascendió a 331 el número de inscritos en posgrado. Estas estadís-
ticas fueron obtenidas oficialmente por la institución encargada de la 
educación internacional en Australia –IDP–, con base en la informa-
ción suministrada por 39 universidades australianas. El informe indica 
además, que los programas de mayor aceptación para los colombianos 
después del inglés, son los relacionados con negocios, administración 
de empresas, economía y finansas.

Con el propósito de buscar fórmulas para que estas oportunidades 
se puedan dar a un mayor número de estudiantes y también con el fin 
de atraer estudiantes australianos, capacitar a profesores colombianos, 
establecer alianzas entre centros educativos de educación superior, pro-
mover el establecimiento de carreras técnicas, y fomentar el intercambio 
bibliográfico, la transferencia tecnológica y la investigación conjunta, 
se firmó este instrumento bilateral que permitirá facilitar la consecución 
de dichos objetivos. Es de anotar que este es el primer convenio que 
Colombia suscribe con Australia.

El Instituto Colombiano de Crédito Educativo y Estudios Técnicos 
en el Exterior, Icetex, manifestó al Ministerio de Relaciones Exteriores 
que el comportamiento de becas con Australia ha sido fructífero desde 
1998 cuando se inició un acuerdo interinstitucional con la Universidad 
de Wollongong lo que ha permitido el proceso de internalización de la 
educación colombiana en el continente de Oceanía.

Por su parte, el Ministerio de Educación de Colombia, MEN, está 
convencido de que con la aprobación de este Memorando de Entendi-
miento se aprovecharán los conocimientos y la alta tecnología de Aus-
tralia en la promoción y exportación de servicios educativos, programas 
de educación virtual y a distancia, acreditación de programas virtuales 
e indicadores de calidad en la gestión de las Instituciones de Educación 
Superior de Colombia.

Así mismo, otras entidades adscritas al Ministerio de Educación, 
como el Instituto Nacional para Ciegos, INCI, y el Instituto Nacional 
para Sordos, Insor, encuentran en este acuerdo, una herramienta útil 
para mejorar y fortalecer los programas en beneficio de la población 
discapacitada en Colombia. Gracias a la calidad, la experiencia y los 
logros alcanzados por Australia en el lenguaje de las señas y sus adelan-
tos en cuanto a la capacitación de profesionales que atienden a personas 
con baja visión, se podrá iniciar un intercambio académico, como lo 
establece el Memorando de Entendimiento, en programas relacionados 
con la limitación visual y auditiva entre los dos países.

Estructura e importancia del memorando
El Memorando se compone de un preámbulo y seis parágrafos.
En el preámbulo, se consignan las razones o motivos que dieron lu-

gar a la suscripción del memorando como son el deseo de realzar las 
relaciones bilaterales en el campo de la educación y la capacitación, la 
importancia de la educación como factor de desarrollo económico y el 
propósito de contar con un instrumento que permita estrechar los vín-
culos entre sus pueblos.

Los parágrafos o cláusulas sustantivas constituyen las bases del mar-
co de trabajo dentro del cual las partes considerarán, de manera conjun-
ta, los programas de cooperación en educación y capacitación sobre la 
base de reciprocidad y beneficio mutuo.

Dentro del contexto del Memorando se destaca el deseo de las Par-
tes por fortalecer los lazos de amistad existentes entre sus respectivos 

pueblos mediante el conocimiento y el intercambio de sus valores edu-
cativos.

Los aspectos más relevantes que contempla el presente Memorando 
puesto a consideración de los honorables Senadores y Representantes 
son los siguientes:

1. Facilitar el intercambio de estudiantes entre reconocidas institu-
ciones de educación superior.

2. Animar la asistencia mutua y el intercambio de información en 
áreas de interés para instituciones en educación superior.

3. Facilitar la organización de exhibiciones y seminarios especiali-
zados.

4. Apoyar la colaboración mutua para el entrenamiento, investiga-
ción, transferencia de tecnología y empresas de riesgo compartido entre 
las instituciones y autoridades respectivas de cada país.

5. Promover el desarrollo de actividades comunes que conducen a la 
explotación de la tecnología de información, especialmente el Internet, 
en el campo de la educación.

6. Prestar ayuda a los estudiantes, especialmente para estudios de 
posgrado y maestría, en áreas de interés mutuo, con el fin de contribuir 
al desarrollo del recurso humano y social de ambos países.

7. Promover los intercambios lingüísticos con el fin de desarrollar 
programas para colombianos de inglés en Australia y programas de cas-
tellano para australianos en Colombia.

8. Intercambiar información sobre las instituciones que fomentan y 
regulan la educación entre sus países, instituciones de educación supe-
rior, y otras entidades educativas.

De otra parte, el instrumento prevé claramente que los costos de las 
actividades de cooperación y educación serán financiados y determina-
dos mutuamente y sujetos a la disponibilidad de los recursos.

Para el interés nacional reviste singular importancia las cláusulas de 
este instrumento internacional, destinado a hacer efectivas, en el campo 
de la educación, el desarrollo del pueblo colombiano y de las buenas 
relaciones entre los dos países.

Por las anteriores consideraciones, el Gobierno Nacional, a través 
de la Ministra de Relaciones Exteriores y de la Ministra de Educación 
Nacional, solicita al honorable Congreso Nacional aprobar el “Memo-
rando de Entendimiento entre el Gobierno de Australia y el Gobierno 
de Colombia sobre Cooperación en el Campo de la Educación y la Ca-
pacitación”, suscrito el seis (6) de agosto de 2002.

Honorables Senadores y Representantes
La Ministra de Relaciones Exteriores,

Carolina Barco.
La Ministra de Educación Nacional,

Cecilia María Vélez White.
LEY 424 DE 1998

(enero 13)
por la cual se ordena el seguimiento a los convenios internacionales 

suscritos por Colombia.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1º. El Gobierno Nacional a través de la Cancillería presen-

tará anualmente a las Comisiones Segundas de Relaciones Exteriores 
de Senado y Cámara, y dentro de los primeros treinta días calendario 
posteriores al período legislativo que se inicia cada 20 de julio, un in-
forme pormenorizado acerca de cómo se están cumpliendo y desarro-
llando los Convenios Internacionales vigentes suscritos por Colombia 
con otros Estados. 

Artículo 2º. Cada dependencia del Gobierno Nacional encargada 
de ejecutar los Tratados Internacionales de su competencia y reque-
rir la reciprocidad en los mismos, trasladará la información perti-
nente al Ministerio de Relaciones Exteriores y este, a las Comisio-
nes Segundas. 

Artículo 3º. El texto completo de la presente ley se incorporará 
como anexo a todos y cada uno de los Convenios Internacionales que 
el Ministerio de Relaciones Exteriores presente a consideración del 
Congreso. 
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Artículo 4º. La presente ley rige a partir de su promulgación. 
El Presidente del honorable Senado de la República, 

Amylkar Acosta Medina 
El Secretario General del honorable Senado de la República, 

Pedro Pumarejo Vega 
El Presidente de la honorable Cámara de Representantes, 

Carlos Ardila Ballesteros 
El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes, 

Diego Vivas Tafur 
REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y ejecútese.
Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 13 de enero de 1998. 

ERNESTO SAMPER PIZANO
La Ministra de Relaciones Exteriores, 

María Emma Mejía Vélez.
RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO

PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA
Bogotá,  D. C., a 3 de septiembre de 2003.
Aprobado. Sométase a la consideración del honorable Congreso Na-

cional para los efectos constitucionales.
(Fdo.) ÁLVARO URIBE VÉLEZ

La Ministra de Relaciones Exteriores,
(Fdo.) Carolina Barco Isakson.

DECRETA:
Artículo 1º. Apruébase el “Memorando de Entendimiento entre el 

Gobierno de Australia y el Gobierno de Colombia sobre Cooperación 
en el Campo de la Educación y la Capacitación”, suscrito el seis (6) de 
agosto de 2002.

Artículo 2º. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de la 
Ley 7ª de 1944, el “Memorando de Entendimiento entre el Gobierno de 
Australia y el Gobierno de Colombia sobre Cooperación en el Campo 
de la Educación y la Capacitación”, suscrito el seis (6) de agosto de 
2002, que por el artículo 1° de esta ley se aprueba, obligará al país a 
partir de la fecha en que se perfeccione el vínculo internacional respec-
to del mismo.

Artículo 3º. La presente ley rige a partir de la fecha de su publica-
ción.

La Presidenta del honorable Senado de la República,
Claudia Blum de Barberi.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Emilio Ramón Otero Dajud. 

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Julio E. Gallardo Archbold.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
Angelino Lizcano Rivera.

REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL
Comuníquese y cúmplase.
Ejecútese, previa revisión de la Corte Constitucional, conforme al 

artículo 241-10 de la Constitución Política.
Dada en Bogotá, D. C., a 28 de febrero de 2006.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ
El Viceministro de Relaciones Exteriores, encargado de las funcio-

nes del Despacho de la Ministra de Relaciones Exteriores,
Camilo Reyes Rodríguez. 

SENADO DE LA REPUBLICA
Secretaría General (Art. 139 y ss. Ley 5ª de 1992)

El día 25 del mes de marzo del año 2004 se radicó en este Despacho 
el Proyecto de ley número 203, con todos y cada uno de los requisitos 
constitucionales y legales, por Viceministro Relaciones Exteriores (E.), 
Camilo Reyes.

El Secretario General,
Emilio Otero Dajud.

SENADO DE LA REPUBLICA
SECRETARIA GENERAL

Tramitación de Leyes
Bogotá, D. C., marzo 25 de 2004
Señor Presidente:
Con el fin de que se proceda a repartir el Proyecto de ley número 203 

de 2004 Senado, por medio de la cual se aprueba el “Memorando de En-
tendimiento entre el Gobierno de Australia y el Gobierno de Colombia 
sobre Cooperación en el Campo de la Educación y la Capacitación” sus-
crito el seis (6) de agosto de 2002, me permito pasar a su despacho el ex-
pediente de la mencionada iniciativa que fue presentada en el día de hoy 
ante Secretaría General. La materia de que trata el mencionado proyecto 
de ley es competencia de la Comisión Segunda Constitucional Permanen-
te de conformidad con las disposiciones reglamentarias y de ley.

El Secretario General honorable Senado de la República,
Emilio Otero Dajud.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE SENADO  
DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., marzo 25 de 2004
De conformidad con el informe de Secretaría General, dese por re-

partido el proyecto de ley de la referencia a la Comisión Segunda Cons-
titucional y envíese copia del mismo a la Imprenta Nacional con el fin 
de que sea publicado en la Gaceta del Congreso.

Cúmplase.
El Presidente del honorable Senado de la República,

Germán Vargas Lleras.
El Secretario General honorable Senado de la República,

Emilio Otero Dajud.
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